
B. Derechos Económicos,
Sociales y Culturales

"...proteger y enaltecer el trabajo, amparar la dignidad humana, promover el bienestar
general y la seguridad social; lograr l{lparticipación equitativa de todos en el disfrnte
de la riqueza, según los principios de la justicia social... "

Preámbulo de la Constitución de kl República de Venezuela

ca, social y cultural del Estado, que aparece así no
s610 como el defensor del orden público y de la
libertad, sino como promotor del bienestar de la
población. Será el Estado, directamente o a través
de sus PJJlíticas,el que tendrá a su cargo la vigen­
cia efectiva de tales derechos,,48. Estos conceptos
están plasmados en el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de
lasN aciones Unidas, que entró en vigor en 1.976.
En el ámbito americano, en el alío 1.988 se adop­
tó el Protocolo de San Salvador, adicional a la
Convención Americana sobre Derechos Huma­

nos, el cual todavfa no está en vigencia y que no
ha sido hasta hoy ratificado por ningún Estado
miembro de la OEA Es sumamente significativo
que 13 alíos después no haya entrado en vigencia
este instrumento que supondrfa una herramien­
ta valiosa para la promoción y defensa de estos
derechos.

Vale la pena dar a conocer los derechos que
están protegidos por el Protocolo de San Salva­
dor: "...podrían dividirse en cuatro grandes gru­
pos. En primer lugar, llamemósle así, un grupo de
derechos laborales que comprende el derecho al
trabajo, el derecho a condiciones justas, equitati­
vas ysarisfactorias, en el cual sé agrega, -respecto
al Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales-, el derecho a la estabilidad
de los trabajadores y los derechos sindicales, que
comprenden la libertad sindical y el derecho a
huelga. En segundo lugar, otro grupo de derechos
que podríamos relacionarlos con la subsitencia,

En esta introducción PROVEA quiere pro­
fundizar y socializar el marco teórico que funda­
menta la obligación del Estado de velarlos y ga­
rantizarlos, prosiguiendo con la experiencia del
anterior Informe Anual 1989-90 donde nos refe­

rimos a las diversas formas de realización yexigi­
bilidad de estos dereéhos por y frente al Estadp,

En estos tiempos de auge neoliberal, en los
que se pretende reducir al mfnimo las obligacio­
nes sociales del Estado, es bueno recordar con­
ceptos emitidos en 1978 por Theo van Boven,
ex-Director de la División de Derechos Huma­

nos de la ONU, sobre este' tema: "Elgoce de ellos
dependerá en gran medida de lapolítica econón":

47 ONU. Res. 543 (VI)
48 NIKKEN, Pedro: En Defensa de la Persona Humana, Editorial Juridíca Venezolana, Caracas, pág. 72

El Estado y su postura ante los derechos
económicos, sociales y culturales

En reiteradas ocasiones PROVEA ha soste­

nido públiGamente que comparte con las Nacio­
nes Unidas que "el hombre privado de los dere­
chos económicos, sociales y culturales no repre­
senta a la persona que la Declaración Universal
define como el ideal del hombre libre,,47.Esta es

precisarnente la realidad que caracteriza la situa­
ción venezolana en la actualidad; existe un 80%

de la población que vive privada de estos dere­
chos. En el curso de las siguientes secciones,se
analiza la vigencia y el grado de satisfacción de
los diferentes derechos económicos, sociales y
culturales con el objeto de confrontar al Estado
con sus obligaciones nacionales e internacionales
en la materia.
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que comprende el derecho a la salud, el derecho
a la seguridad social, el derecho a un medio am­
biente sano, el derecho a la alimentación. Estos

dos últimos no figuran en esa forma en el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales

y Culturales. En tercer lugar están los dereclros
culturales, el derecho a la educación que com­
prende el derecho de escoger la educación de sus
hijos. Este Artículo casi copia textualmente el
correspondiente del Pacto Internacional de Dere­

chos Económicos, Sociales y Culturales y allí se
establece, por ejemplo, el compromiso de los Es­
tados a alcanzar progresivamente la gratuidad de
la énseñanaza superior. Está también, dentro de
los derechos culturales, el derecho a los beneficios
de la cultura. El cuarto grupo, inc luye los dereclros
a la protección de ciertas categorías o sectores.
Primero, la familia, especialmente en lo que se
refiere a la protección de la maternidad y de la

adolescencia, los derechos de la niñez, los dere­
chos de los ancianos y los derechos de los minus­
válidos". 49

En el ordenamiento legal venezolano, los de­
rechos económicos, sociales y culturales tienen
su reconocimiento en la Constitución del a110

1961, desde el Preámbulo de la misma hasta los

artículos que van del 72 al 109.
Es algo obvio y aceptado por amplios secto­

res de la vida nacional, que a pesar del reconoci­
miento formal-programático de estos derechos,
la situación real y objetiva es que en Venezuela
se encuentran en franco retroceso. En este sen­

tido en su Informe Anual de 1990, la Fiscalía

General de la República opina que "En los últi­
mos treinta años se han respetado con dolorosas
excepciones, el ordenamiento jurídico en lo refe­
rente a derechos individuales. No ha sido éste el

caso de los derechos sociales y económicos: el
ciudadano común carece de los más vitales ele­

mentos para la vida humana, como saiutfJ vivien­
da, trabajo, alimentación y educación"s . En el
mismo sentido, la 55a. Asamblea Ordinaria de

la Conferencia Episcopal destacó que "la nación
experimenta una represión social puesta de mani-

fiesta en los indicadores nutricionales y de salud.
Se ha incrementado la proletanzación de la clase

media. Ha hecho explosión la crisis en los hospi­
tales y los centros asistenciales; se ha agravado la
crisis en materia de desempleo y vivienda; ha
crecido en forma desorbitada la inseguridad per­
sonaL.. ".51

Es evidente que la postura del Estado vene­
zolano frente a los derechos económicos, sociales
y culturales, habiendo adoptado concientemente
un Plan de Ajuste Estructural de la Economía o
paquete económico acordado con el FMI y la
banca internacional, es proclive a incumplir y
restringir el goce de éstos por la mayorfa de la
población. Las expresiones anteriormente cita­
das se corresponden con las afirmaciones de
PROVEA en su anterior Informe Anual: "el

Estado venezolano cuenta y ha contado con re­
cursos financieros para garantizar estos derechos,

sin embargo salta a la vista que sus políticas ac­
tuales están más dirigidas a satisfacer los reque­
rimientos de la banca internacional que a satisfa­
cer las necesidades de la mayoría de los venew­
lanas". 52

PROVEA es conciente de que no basta una
evaluación de carácter jurídico de la política eco­
nómica del Estado en el cumplimiento o no de
los preceptos constitucionales y del Pacto Inter­
nacional para afirmar si la falta de satisfacción
de los derechos económicos, sociales y culturales
es violatoria de dichos instrumentos. Somos de la

idea de que el método jurídico es incompleto si
no se confronta con los datos aportados por la
realidad; por ello, por tercer at'lo consecutivo
analizaremos técnica y políticamente el acceso y
el grado de satisfacción de las necesidades de la
población en cuanto a trabajo, educación, salud,
vivienda, etc. Somos concientes de que el campo
del control y supervisión de las polfticas del Esta­
do en materia de derechos económicos, sociales

y culturales, es nuevo e insuficientemente desa­

rrollado por parte de organizaciones de derechos
humanos, pero afrontamos el desafío desde una
postura ética: en todos los casos el derecho a la

49 NIKKEN, Pedro: El Régimen ]urídko de Protección de los Derechos Económicos, Sociles y Culturales en AA VV
Derechos Económicos y su Desarrollo en América Latina, Instituto Interamericano de Derechos Humanos,San José,
págs. 18-19

50 FISCALlA GENERAL DE LA REPÚBLICA: Informe Anual 1990, Temo I!, pág. 265

51 Ultimas Noticias, 12.01.91

52 PROVEA: Informe Anual 1989·90, pág. 45
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vida es inviolable, y por lo tanto es tan condena­

ble una ejecución extrajudicial, como la muerte
a causa de la ,desnutrición o el hambre.

Los análisis que a continuación presentamos
de los derechos económicos, sociales y culturales

B.1 Derecho a la Vivienda

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

no pretenden cuantificar en toda su magnitud el
impacto del paquete económico sobre tales de­
rechos, pero ponen de relieve el manifiesto retro­

ceso que han experimentado, por debajo de la
dignidad humana universalmente aceptada.

La leyprotegerá al matrimonio, favorecerá la organización delpatrimonio inembargable
y proveerá lo conducente a facilitar a cada familia la adquisición de una vivienda
cómoda.

Artículo 73 de la Constitución de la República de Venezuela.

El derecho a la vivienda contemplado en la
Declaración Universal de los Derechos Huma­

nos y en numerosos pactos internacionales, así
como en las constituciones nacionales de muchos

países, es un derecho que posee múltiples impli­
caciones. El concepto de vivienda no puede res­
tringirseúnicamente al espacio físico en el cual
se habita. La vivienda implica un conjunto de
factores que influyen tanto en la vida familiar
como en la vida en sociedad. A partir de estas
condiciones las características que asumen las
relaciones entre los hombres aquieren determi­
nadas formas. En este sentido, "...el concepto
incluye la complejidad de relaciones que se esta­
blecen a partir de la vivienda, en el lugar de asen­
tamiento y. entre éste y los ámbitos de producción
y trabajo,,53. Por lo tanto, no es gratuito que el
acceso a una vivienda digna sea uno de los prin­
cipales anhelos del hombre.

Bajo este criterio queremos abordar el aná­
lisis de la problemática habitacional del país, to­
mando en cuenta los tres grandes factores que, a
nuestro juicio, son determinantes en ella: tenen­
cia de la tierra, propiedad de la vivienda y condi­
ciones físico-ambientales de la misma.

La Tenencia de la Tierra

El problema de la tenencia de la tierra es el
primer aspecto a abordar cuando se trata de
desarrollar una política habitacional. Si esto no
está resueIto es imposible que se logre la ~;;lución
a gran escala de la problemática de la vivienda.
Por lo tanto ese debe ser un objetivo primordial

del Estado, tal y como lo establece la COPRE en
su informe Una Política Social para la Afirma­
ción de la Democracia: "". un proyecto agresivo
de adquisición y dotación de tierras, coherente
con los planes de ordenamiento territorial y de
ordenamiento urbanístico." 54 De acuerdo al mis-

- mo informe, "Los requerimientos de tierra a esca­
la nacional se estiman en 51.288 has. (.,,) lo que
exige la habilitación anual de 3.034 has. anuales

(sic), para cubrir esta demanda. Esta superficie
equivale al doble de la que ¡u:tualmente se encuen­
tra ocupada en Caracas.,,55 El mismo informe
reconoce que ".,.la escasez de la tierra en manos
del Estado es grave.,,", lo que llama la atención en
un país con la extensión territorial de Venezuela.
La solución del problema de la tenencia de la
tierra no puede buscarse al interior de las gran­
des ciudades, pues la disponibilidad de terrenos
en estas zonas es muy poca. De aquí que abordar
la solución al mismo desde la perspectiva de un
ordenamineto territorial coherente, como se

afirma arriba, tendría que pasar por el desarrollo
de una política económica y social que propiciara
el descongestionamiento de las grandes ciudades
y diera garantías a la población de encontrar
condiciones de vida dignas (trabajo, educación,
salud) en otras regiones del país. La realidad
demuestra lo contrario cuando vemos que la
migración de importantes contingentes de la po­
blación hacia los centros más urbanizados sigue
siendo una constante; por lo demás, esto carece­
ría de efectividad si se mantiene la propiedad de
la tierra en manos de particulares e incluso de

53 OLGUIN, l.eticia y otros: Educación y Derechos Humanos, IlDH,San José, 1989,pág. 268
54 COPRE: Una Política Social para la Afirmación de la Democracia, pág. 155
55 COPRE: op. cit. pág. 155
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entes oficiales (que bajo las administraciones de
turno, usufructuan la tierra en favor de intereses

privados), como parece ser la norma en nuestro
país, frente a la pasividad de un Estado que no
tiene la voluntad de actuar decididamente para
lograr la propiedad de extenciones importantes
de tierras y con ello propICIar el acceso de las
grandes mayorías a una vivienda digna. Lo que
parece estar a la vista es un efecto contrario, da
la sensaciÓn de que estamos en presencia de una
política que tácitamente tiende a proteger al es­
peculador y latifundista, o privilegia a sectores
que no son los más necesitados de tierras y,
consecuentemente, de viviendas.

Las ocupaciones pacíficas de tierras, defini­
ción que ha ganado legitimidad frente al conti­
nuo intento de descalificar acciones de este tipo
por parte de los propietarios de tierras y de los
mismos entes oficiales, se han incrementado no­
tablemente, acompafiadas de efectos secunda­
rios de muy negativa incidencia en la vigencia de
los derechos humanos: desalojos violentos, re­
presión, detenciones arbitrarias, maltratos y abu­
sos por parte de los cuerpos de seguridad del
Estado. Precisamente en el lapso que cubre este
Informe, han ocurrido importantes procesos de
ocupaciones de tierras para la construcción de
viviendas, por parte de sectores de la población
que han visto que la única solución a su problema
10 constituye la vía de la autogestión, es decir,
proveerse por sí mismos de un terreno e ir cons­
truyendo sus viviendas a través de sus propios
recursos.

Tal es el caso de la ocupación pacífica de
tierras denominada Bella Pacaraima, en Guaya­
na (Edo. Bolívar), región que se ha constituído
en punto álgido de la problemática habitacional
del país. Resefiamos ese caso por considerar que
tipifica ampliamente las causas por las cuales se
producen las ocupaciones, las características de
las mismas y las consecuencias que acarrean.

Para entender mejor el contexto dentro del
cual se desarrolla la problemática habitacional en
la región de Guayana, es necesario ubicar el
papel que juega la CVG al respecto. Desde el
momento de su creación en 1960, a la CVG se le

confirió, de acuerdo a los mecanismos previstos
en la Ley de Reforma Agraria, la propiedad de
las tierras baldías, de los fundas rústicos de do­
minio privado de la Nación y de los pertenecien-
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tes a los Institutos Autónomos Nacionales, así

como de aquellos inmuebles rurales que fueran
confiscados a consecuencia del enriquecimiento
ilícito de funcionarios públicos y particulares.

Por otro lado, la CVG tendría a su cargo la
coordinación de las labores de explotación mine­
ra y forestal, el desarrollo industrial e hidrográfi­
co de la región, y promover la actividad produc­
tiva del sector privado. Así mismo le fue dada la
competencia de planificación urbana de las ciu­
dades de la región, pero particularmente de Ciu­
dad Guayana, lo que, aunado a su condición de
propietario de las tierras, facilitaría una distribu­
ción de espacios, de bienes y de prestación de
servicios realizada bajo criterios de racionalidad,
de tal manera que se evitaría la anarquía de los
cordones de marginalidad que trajo consigo el
desarrollo y explotación petrolera con sus cam­
pamentos, en otras zonas del país. Los estudios
de planificación y los lineamientos generales de
la misma fueron encargados a institutos univer­
sitarios de los Estados Unidos que diseñaron la
ciudad con los criterios del capital y el consumo.
En la práctica dicha planificación no funcionó,
entre otras cosas, por el desorden administrativo,
la masiva inmigración y emigración que trajo el
"desarrollo", así como los criterios clasistas y dis­
criminatorios sobre los que se asienta el urbanis­
mo guayanés. Las ciudades de San Félix y Puerto
Ordaz adquirieron características diametral­
mente opuestas: la primera como asiento de un
crecimiento compulsivo, carente de servicios bá­
sicos y la segunda con una atención más racional
en lo que a servicios se refiere.

La condición de la mayoría de la población
de San Félix es la provisionalidad, en cuanto a
que numerosos barrios, algunos de los cuales
tienen una antiguedad mayor de veinte alios, no
son propiedad auténtica de sus ocupantes sino de
la CVG. Esto implica que en de~nitiva la volun­
tad del ente propietario podría disponer de la
tierra para ejecutar un· nuevo proyecto urbanís­
tico en la zona o barrio, lo cual conllevaría al
desalojo y la reubicación de los.habitantes hacia
la periferia urbana. Así el "desarrollo" y el "pro­
greso" entran en contradicción con las necesida­
des de la comunidad.

En marzo y julio de 1991, miembros de
PROVEA realizaron sendas visitas a la zona,
constatando, mediante entrevistas con los afee-



tados, así como con autoridades regionales, las
verdaderas dimensiones de este problema,

Bella Pacaraima se encuentra ubicada en la

_zona sur de Puerto Ordaz. Estos terrenos que
estuvieron deshabitados durante muchos años,

300 propiedad de la CVG, como muchos terre­
nos baldíos de esa región. La ocupación de estos
terrenos se inicia hace algunos años por parte de
27 familias que querían dedicarse al cultivo de la
tierra. A medida que el déficit habitacional en la
zona se agrava, numerosas familias se van su­
mando a la ocupación, hasta llegar a la cifra de
900 para el presente año. Con los pocos recursos
con los que cuentan, los habitantes de Bella Pa­
caraima fueron consolidando su comunidad

hasta lograr la dotación de aguas a través de un
sistema de mangueras e, incluso, garantizar la
educación a sus hijos por medio de una escuela
de Fe y Alegría que recientemente se construyó
en la zona.

Todo esto ocurrió en medio de la ejecución
de constantes desalojos, ordenados por la CVG
y puestos en práctica por la GN. Estas expulsio­
nes trajeron consigo un lamentable saldo de víc­
timas: heridos de bala, perdigones y peinillas,
intoxicados por gases lacrimógenos, maltrato a
mujeres y niños, detenciones arbitrarias y hosti­
gamiento permanente a los dirigentes de la co­
munidad, todo esto acompañado de daños ma­
teriales. Por la vía de la represión se intentó
mediatizar el nivel organizativo alcanzado por
esta comunidad, disolviendo por la fuerza mar­
chas de protesta y asambleas, violando con ello
derechos garantizados en nuestra Constitución
como son el derecho a manifestar pacíficamente
ya reunirse libremente.

La CVG por su parte, se limitó a ofrecer
soluciones que resultaban inaceptables para los
habitantes de Bella Pacaraima, como eran la
reubicación en terrenos sin ningún tipo de de..,,­
ción, alejados de sus centros de trabajo y de los
más importantes servicios públicos. Los habitan­

tes de Bella Pacaraimase han preguntado cuál
es el interés de la CVG, en-mantener estos terre­
nos ociosos siendo que la necesidad de dotarlos
para la construcción de viviendas es un factor
prioritario en la zona. El Cnel. Martínez Ug~eto,
Director de Bienes Inmuebles de la CVG, man­
tuvo una pofítica intransigente llaciala comuni­
dad hasta lograr desalojarla en -el mes de julio

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

pasado, sin abrir ningún canal de comunicación
con sus habitantes. Las dudas en torno a la exist­

encia de intereses muy específicos como el en­
gorde de los terrenos para su posterior venta a
particulares, está planteada en el seno de la co­
munidad ocupante de tierras baldías de esta zona
que, por lo demás no se limita sólo a Bella Paca­
raima, sino que abarca varias extensiones territo­
riales más y que totalizan de más de mil trescien­
tas familias.

Otro elemento que está presente en los suce­
sivos intentos de desalojos, es la absoluta impu­
nidad con la que actúan los cuerpos de seguridad
del Estado ya que, a pesar de los serios atropellos
contra la integridad personal de los ocupantes
pacíficos, no se producen sanciones a los respon­
sables. Este grado de impunidad se afianza ante
el silencio de la Gobernación del Estado, así

como de las Alcaldía que deberían tener una
mayor presencia en la solución de estos conflictos
lo cual llama poderosamente la atención y hace
suponer que la CVG actúa de manera omnipo­
tente ante instancias de poder ,nominalmente
autónomas.

Esta situación con características muy simila­
res y obviamente con algunas particularidades, es
común a otras zonas del país (Maracay, Barqui­
simeto, Valles del Tuy, Puerto Cabello, Maracai­
bo). Esto nos da una idea aproximada de la
magnitud actual del problema, y lo que es peor,
de las peligrosas consecuencias que en un futuro
muy cercano ello podría acarrear.

La propiedad de la vivienda

El segundo aspecto que queremos abordar,
la propiedad de la vivienda, también amerita un
somero diagnóstico. El déficit habitacional del
país sobrepasa, para el año 1991 la cifra de 2
millones de unidades, agrupando en este rubro
no solamente los grupos familiares que carecen
de techo, sino aquel número de viviendas que por
hallarse en condiciones prácticamente inhabita­
bles, deben ser sustituidas. El comportamiento
de este déficit pareciera asumir una línea ascen­
dente, difícil de entender toda vez que el creci­
miento vegetativo del país se ubica en un 3%
anual y que nuestra población para el año 2.000
alcanzará los 27 millones de habitantes. Toman­

do en cuenta este crecimieto vegetativo, la solu­
ción a este déficit pasaría por la construcción de
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240 mil viviendas anuales hasta el afío 2.000.

La Ley de Politfca Habitacional (LPH), pro­
mulgada por el actual gobierno el primero de
enero de 1990, fue anunciada como un mecanis­
mo idóneo para la solución del déficit habitacio­
nal nacionaL

Hoy, cuando la ley ya entró en su segundo
afio de vigencia, vemos que sus beneficios han
sido mfnimos frente a las necesidades reales de

la población. En el presente afio, se esperaba
captar para ese programa, e15% del presupuesto
nacional, aproximadamente 25 mil millones de
bolfvares que, sumado al ahorro habitacional
calculado en 10 mil millones de bolfvares, consti­
tuirfa una sólida cantidad que pudo haber sido
utilizada a favor de los beneficiarios de la citada

Ley. La realidad fue otra: los ahorristas sólo
depositaron entre 4 y 7 mil millones y el Estado
no aportó lo que se esperaba, según afirmación
del Consejo Nacional de la Vivienda, ente oficial
ejecutor de la LPH. Esta ley fue programada a
largo plazo (15 afios) para resolver, en teoría, el
déficit habitacional de más de tres millones de

familias, además de promover el mejoramiento
a quienes ya tienen vivienda propia, y no ha
llenado las expectativas de quienes han ahorrado
sistemáticamente parte de sus salarios con el
propósito de acceder a un techo propio que brin­
de condiciones vitales dignas.

Se intentó, al promulgarse la Ley, estratificar
áreas prioritarias de asistencia. El área 1,se dirige
hacia viviendas cuyo valor sea igual o inferior a
65 salarios mínimos, es decir, 345 mil bolfvares
hasta el cierre de esta edición. Los beneficiarios

de esta área pagarán tasas de interés del 6% en
zonas rurales y 6.25% en regiones urbanas. El
área de asistencia 11 comprende unidades de
vivienda cuyo valor no exceda los 165 salarios
mínimos, unos 875 mil bolfvares. El financia­

miento para esa área serfa de un 6.25 % anuaL La
última área está orientada a aquellas viviendas
cuyo valor excede los 300 salarios mfnimos ( I
millón 586 mil bolfvares) y serfa financiada al
12% de interés aI}Wll.-Estaúltima área es sucep­
tible de participación del sector privado.

La ley no ha podidO ser efectivamente imple­
mentada gracias a sistemáticos inclumplimientos
de los patronos (no aportan e12% de los salarios
de sus trabajadores, a los cuales se les retiene el
1% del mismo), además de que la tan deseada
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comunión entre el se<:tor privado y el sector pú­
blico con el propósito de oxigenar aunque sea
alguna de las áreas de ~ncia, n.ose ha produ­
cido. Además, si tomamos e.ncuenta las caracte­
rísticas del sector bancario de nuestro pafs, po­
dremos entender Glaramente el por qué esa esfe­
ra financiera ha sido reacia a otorgar créditos a
la tasa estipulada por la'ley. Los intereses de éstos
son bajos y el diferencial de los mismos no es
suficiente para cubrir gastos operacionales. Por
otra parte, la elevación de los costos de construc­
ción y el elevado margen de ganancias a los que
están acostumbrados el sector bancario y el sec­
tor de la construcción, ha generado una paraliza­
ción de la oferta de viviendas de interés sociaL La

LPH no ha sido un incentivo para el sector de la
construcción al no favorecer sus expectativas de
ganancias. Y el Estado tampoco ha actuado con
decisión para imponer el criterio del bienestar
colectivo por encima de los intereses económi­
cos. Es conveniente anotar que pese a las grandes
sumas recaudadas por concepto de ahorro habi­
tacional, (6.141 millones de bolívares, entre aho­
rristas y empresarios), sólo se han producido
39.438 soluciones habitacionales en esta primera

fase del programa, la cual ha estado signada por
el sistemático retardo en la asignación de los
recursos para la construcción de viviendas. La
cifra lfneas arriba citada, se desglosa de la siguen­
te forma: el 42% comprenden programas de
viviendas completas, y ampliables, 6% a parcelas
con servicios mínimos y 5% a créditos para am­
pliaciones y mejoras.

Otras tantas razones explican la no efectivi­
dad -que no fracaso- de la LPH. El propio Minis­
tro de Desarrollo Urbano (MINDUR), Luis
Penzini F1eury, admitió públicamente que las
metas trazadas por la LPH para el año 1990 sólo
se cumplieron en un 50% . Argumenta Penzini
que el déficit presupuestario que enfrentó ese
despacho, -gracias, entre otros factores, al retra­
so del Congreso Nacional para la ejecución del
Plan de Inversiones, el cual reforzarfa notable­
mente el programa gubernamental en ciernes-,
atentó contra la construcción masiva de vivien­
das de interés sociaL

El titular de MINDUR reconoció que todo
su despacho percibirfa este afio la cantidad de 4
mil millones de boUvares, lo cual constituye una
amenaza a la continuidad de la LPH, pues ésta



necesita un aporte sustancial del sector guberna­
mental, que para 1991 se estimó en 22 mil millo­
nes de bolívares. Otras tantas razones explican la
no efectividad de la LPH. Al ser concebida como

un mecanismo crediticio para el financiamiento
de viviendas de interés social, en el contexto de
una crisis como la venezolana, en la cual la inci­
dencia inflacionaria actúa de manera drástica en

desmedro del poder adquisitivo de la población,
hace que la forma de otorgamiento de los crédi­
tos mediante esa ley, sea inaccesible para las
grandes mayorías nacionales.

Además, los precios de las viviendas suben
más rápido que la capacidad de este ahorro ha-.~
bitacional forzado. Por otra parte, la estructura
laboral del país no incluye a una gran cantidad de

trabajadores en los beneficios que esta ley yepor­
ta. Más del 40% de los trabajadores venezolanos
se desempefían en la economía informal y, ob­
viamente, son parte de la población que más está
necesitada de vivienda. Inclusive, muchos poten­
ciales beneficiarios no saben aún los alcances

que, en papel, podría reportar esa ley. Tampoco
se sabe que en la legislación nacional están pre­
vistas sanciones para quien incumpla con la LPH.

Las medidas punitivas pueden ser promovi­
das por la Junta de Vigilancia, ente regulador

que está integrado por el titular de MINDUR,
un senador, dos diputados, un representante de
la Cári1ara de la Construcción y uno de la Banca
Hipotecaria. La aplicación de la LPH también se
ha visto obstaculizada por la falta de los patronos
(en su mayoría empresas públicas) de depositar
las cotizaciones de sus trabajadores, por lo que el
monto que se esperaba recaudar no ha sido cu­
bierto en su totalidad. De esta manera, el Estado
irrespeta procedimientos legales instaurados por
él mismo y con ello crea un clima de desconfianza
en la población que profundiza la falta de credi­
bilidad en las instituciones del sistema democrá­
tico.

A todo lo anterior se suma el hecho de que
el potencial beneficiario, una vez superados to­
dos los obstáculos (buscar una vivienda, lograr
que le sea asignada, pagar un "enganche" aparte
de la inicial, lograr la aprobación de la solicitud
que lo convierta en elegible para el crédito), debe
esperar que la suerte lo favorezca en un sorteo

56 El Impulso 24.10.90
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en el que se escogen los creditos a otorgar. Según
informaciones recabadas por PROVEA, la suer­
te puede comprarse mediante el pago de una
suma que oscila entre los Bs. 50.000 Y70.000 a
los sorteadores o empleados de las agencias ban­
carias lo cual además de ilegal resulta imposible
para la mayoría de los solicitantes, con lo que una
vez más la corrupción convierte en privilegio de
unos pocos lo que se supone debe ser un benefi­
cio social para los más necesitados.

La desprotección del ciudadano en cuanto al
acceso a una vivienda digna se acentuó cuando
el gobierno, respondiendo a las exigencias del
FMI, anunció a principios de afío que iniciaría el
estudio de un proyecto de ley que permita la
liberación de alquileres. El argumento que justi­
fica tal decisión, segun MINDUR, es que duran­
te 30 afíos la ley ha sobreprotegido a los inquili­
nos y ello paralizó la construcción de viviendas
para alquiler. La nueva ley, denominada Ley de
Arrendamientos Urbanos propone "oo. un siste­

ma progresivo de desre~larización (léase, libera­
ción) de alquileresoo."S que incentive al sector de
la construcción a la fabricación de viviendas para
alquiler. De aprobarse esta ley -la cual no ha sido
sometida a la consideración del Congreso Nacio­
nal al momento del cierre de este Informe- sig­
nificará en el corto plazo, dejar en la calle a miles
de inquilinos a los que ya hoy, sin estar oficial­
mente liberados los alquileres, les resulta una
difícil carga pagar los mismos. Nuevamente fun­
ciona, en el criterio oficial, una visión parcelada
de la realidad, ya que es posible que el número
de viviendas por alquilar aumente, pero frente al
costo de las mismas y si se toma en cuenta el
poder adquisitivo de la población, resultará muy
difícil para los sectores medios y bajos acceder a
una vivienda alquilada. Nuevamente se privile­
gian los intereses económicos (obviamente abrir
una nueva fuente de inversiones en el país) por
encima del bienestar de la población.

Las condiciones físico-ambientales

Finalmente, el deterioro de las condiciones
físico-ambientales de numerosas viviendas au­

menta vertiginosamente. Anteriormente seña­
lábamos que el déficit de viviendas abarcaba
también a aquellas viviendas que debían ser sus-
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tituídas debido a las pésimas condiciones en que
se hallaban. De acuerdo al estudio de la COPRE

citado anteriormente, "... apenas el 52% de las
viviendas satisface plenamente las necesidades
básicas de sus ocupantes, mientras que el resto
requiere algún tipo de intervención, especialmente
en servicios básicos sanitarios. ,,57

Un estudio realizado recientemente por la
Oficina Metropolitana de Planificación Urbana
(OMPU) demuestra que el 50% de la población
del área metropolitana de Caracas ha edificado
sus viviendas en cerros y colinas considerados de
alta inestabilidad geológica. En las 281 barriadas
caraquefías no hay perspectivas de mejoras a las
viviendas. Si tomamos en cuenta que gran parte
del núcleo poblacional de esos sectores no puede
acceder a un préstamo hipotecario para refaccio­
nar sus viviendas, menos aún, puede optar al piso
propio de acuerdo con las Areas de Asistencia
que contempla la LPH.

En consecuencia, a los grandes contingentes
de población que subsisten en esas áreas no les
queda otra alternativa que "autogestionarse" sus
viviendas, o en términos más descarnados, hacer­
se de un terreno y construir un rancho.

La concentración de población en los centros
de irradiación de fuentes de empleo y en las
grandes urbes como Caracas, no permiten que
los habitantes de sectores marginales puedan
acceder a viviendas en buenas condiciones de

salubridad en otras ciudades del interior del país;
ni empleos ni desarrollos urbanísticos se planifi­
can. Lo que sí se proyecta es la consolidación de
los barrios que se ubican en zonas no precisa­
mente aptas para vivir dignamente. El organismo
estatal encargado de coordinar tal actividad es
FUNDACOMUN. Este fue escogido por el

57 COPRE, op. cit. pág. 150
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Banco Mundial (BM) para adelantar un progra­
ma de desarrollo y de mejoramiento de barrios
estables. Ese programa se denomina "Promue­
ba" y cuenta con un presupuesto de 170 millones
de bolívares aproximadamente. La mitad provie­
ne del BM y el otro 50% será otorgado por el
Estado. El programa contempla la dotación de
aceras, cloacas, mÓdulos de servicios, etc. Pero
para poder acceder a esta política asistencialista
gubernamental, las barriadas deben ser estables,
estar en terrenos adecuados y contar con más de
50 mil habitantes. Esto constituye un contrasen­
tido si nos remitimos a lo afirmado por la OMPU
líneas arriba, en el sentido de que si no se ataca
urgentemente el problema de la inestabilidad de
los barrios, sean cuales sean las condiciones de
los mismos, seguirán produciéndose los proble­
mas de derrumbes y consecuentemente de dam­
nificados, que afío tras afío se producen con la
llegada de las lluvias. Además debemos acotar
que la situación de hacinamiento (falta de espa­
cio para la recreación, insalubridad, carencia de
servicios básicos), produce efectos de otro orden
contra derechos básicos del ciudadano. Es así

como vemos la rapidez con que se expanden las
enfermedades infectocontagiosas y como, ante la
falta de alternativas para ocupar el tiempo libre,
el aumento de los índices de delincuencia es
considerable.

PROVEA considera que en lo que se refiere
al disfrute de una vivienda digna para los vene­
zolanos, el Estado ha venido actuando en forma

contraria, y que el deterioro que afío tras afío
observamos en el acceso a este derecho, difícil­

mente logrará ser abordado correctamente; si no
se reorienta el rumbo de las políticas oficiales
globales hacia este sector.
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B.2 Derecho a la Salud
Todos tienen derecho a la protección de la salud. Las autoridades velarán por el
mantenimiento de la salud pública y proveerán los medios de prevención y asistencia a
quienes carezcan de ellos.

Art(culo 76 de la Constitución de la República de Venezuela.

"De los derechos humanos que se violan en
Venezuela, el más golpeado es la salud.,,58 Esta
afirmación del padre Luis María Olaso, Director
de Derechos Humanos de la Fiscalía General de

la República, evidencia crudamente la realidad
de la salud en Venezuela. PROVEA coincide

con este criterio ya que el seguimiento que he­
mos realizado a la problemática de la salud en el
lapso que cubre este Informe, así lo demuestra.
La totalidad de los estudios realizados por nume- ,
rosos investigadores y por los mismos entes ofi­
ciales, coinciden en afirmar que la salud en Ve­
nezuela ha retrocedido a niveles de los afíos 50,

época en que, a causa de la inexistencia de polí­
ticas sanitarias que atacaran efectivamente las
enfermedades de carácter epidemiológico y que
previnieran y controlaran su aparición, el estado
de salud de la población evidenciaba un grave
deterioro, lo cual incidía negativamente en la
expectativa de vida de la población. La tarea de
superar esta situación significó esfuerzos titáni­
cos (por parte de individualidades, como es el
caso del Dr. Amoldo Gabaldón, pionero en la
lucha contra el paludismo), que hoy han queda­
do como esfuerzos perdidos por la falta de un
seguimiento adecuado y de una política sanitaria

. coherente. Esto pareciera evidenciar que en
nuestro país, el Estado nunca ha asumido la

atención de la salud como le corresponde en su
calidad de garante de este derecho, y que si la
situación no llegó a consecuencias mayores se
debió a la época de bonanza que como país
petrolero nos tocó vivir.

Uno de los aspectos que nos permite enten­
der mejor la situación de la salud en Venézuela,
se refiere al análisis de los índices de morbi-mor­

talidad de la población. La morbilidad entendida
como el número proporcional de personas que
enferman en una población y tiempo determina­
dos, refleja que el venezolano se enferma mayor-

58 El Universal, 16.04.91
S9 El Nacional 03.04.91

mente por causas que son perfectamente preve­
nibles. Prevalecen las enfermedades infecciosas

(diarreas, neumonías, sarampión, hepatitis, gas­
troenteritis), anemia y parasitosis, las cuales ocu­
paron el 60% del motivo de las consultas en los
centro de salud. Aunado a ello, han hecho su

aparición enfermedades caracterizadas por el
contagio masivo como son el dengue, paludismo
y muy posiblemente el cólera, cuya peligrosidad
reside en su "alta capacidad de desencadenar
brote,sepidémicos". Haciendo un análisis compa­
rativo entre los casos habidos para abril de 1990
y el mismo mes del presente afío, encontramos
que el aumento de casos en los diferentes tipos
de enfermedades es considerable. Así por ejem­
plo, la diarrea en nifíos menores de cuatro afíos
alcanzó para abril de 1990 la cifra de 59 mil 37
casos, mientras que para la misma fecha del 91
alcanzó la cifra de 74 mil 725 casos. Para 1990 el

paludismo se ubicó en 9 mil 813 casos mientras
que para el presente afío alcanzó la cifra 13 mil
256. Enfermedades como la hepatitis y la menin­
gitis se ubicaron en 2 mil 472 casos en el 90 siendo
para este afío 3 mil 726 59.

En lo que se refiere a la mortalidad, si bien
se considera que en términos globales ésta ha
disminuido, ubicándose para 1988 en 4,3 muer­
tes por cada mil habitantes a nivel nacional, la
relación de muertes por causa de las enfermeda­
des infecciosas, asociadas a las condiciones de

vida de la población, sigue siendo considerable;
además el descenso de los índices de mortalidad

no es por sí mismo un indicativo de mejores
condiciones de salud, pues en ello puede interve­
nir el crecimiento de la natalidad. La población
más afectada por muerte por enfermedades in­
fectocontagiosas es la población infantil, sobre
todo los menores de 4 afíos y la causa principal la
constituye la diarrea y la gastroenteritis. Por citar
un ejemplo, para octubre de 1990 se habían
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registrado en el país 244 mil 885 casos que pro­
dujeron la muerte de 1.396 niños menores de 5
años de acuerdo a cifras del Ministerio de Sani­

dad y Asistencia Social(MSAS).60 Esta situación
varía mucho de un estado a otro, encontrándose

entidades donde los índices de mortalidad supe­
ran ampliamente la media nacional. Es el caso
del Edo. Zulia donde hasta el 20 de febrero del

presente año los casos de diarreas se han incre­
mentado en 1.160 con respecto a 1990; además,
el sector médico de esta región se encuentra
alarmado ante el considerable aumento de la

mortalidad materna y neonatal. En el caso de la
mortalidad materna lo aceptado es una por cada
mil en un año, mientras que en el Zulia, en 15
días murieron entre cinco y seis mujeres en una
sola maternidad. La mortalidad neonatal se ubi­

có en 33 por cada mil nacidos vivos.
Pero el problema de la salud no se detiene

aquí, abarca también la capacidad potencial que
tienen los individuos de contraer enfermedades

debido a las condiciones en que se encuentran.
Es por tanto necesario abordar aspectos como el
problema alimentario, la dotación de servicios
públicos, la atención médico-hospitalaria pro­
piamente dicha y el acceso a los medicamentos.

De acuerdo a estudios realizados por la CO­
PRE, la desnutrición en Venezuela para la déca­
da de los setenta no era un problema de salud
pública. Por el contrario, la malnutrición, ocasio­
nada por "exceso o distorsión del patrón de con­
sumo", si constituía un problema a ser abordado.
Para la década de los ochenta esta situación ha

variado y la desnutrición en sus dos fases, aguda
y crónica, ha pasado a ser un factor de primer
orden.

El problema de la desnutrición afecta funda­
mentalmente a los estratos más bajos de la po­
blación cuyos ingresos no alcanzan ni siquiera
para cubrir el costo de una Canasta Básica Ali­
mentaria al mes. Además, dichos problemas co­
mienzan a sentirse desde el mismo período del
~mbarazo, ya qUe las madres pertenecientes a
estos estratos están a su vez malnutridas. La

imposibilidad de realizar una buena lactancia o
de suplir la falta de la misma con los requerimien­
tos nutricionales necesarios, agrava la situación

60 El Nacional, 14.11.90
61 Ultimas Noticias, 30.03.91
62 El Nacional, 24.05.91
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de forma tal que los sectores más álgidos del
problema se encuentran, nuevamente, en el gru­
po etáreo entre O y 4 años, donde se produce el
mayor número de muertes por desnutrición. De
acuerdo a las cifras que maneja el Sistema de
Vigilancia Alimentaria del Instituto Nacional de
Nutrición (SISV AN), "...el doce por ciento de la
población menor de 15 años presenta problemas
de desnutrición, porcentaje dentro del cual un
1.3% aproximadamente se ubicará en situación
crítica, un 7% en grave y el resto entre moderada
y leve .,,61Los daños que produce la desnutrición
crítica son irreversibles, mientras que la desnutri­
ción grave, moderada y leve si no es atacada a
tiempo produce también consecuencias de muy
difícil superación.

En lo que se refiere a la dotación de servicios
básicos encontramos que el principal foco de
enfermedades lo constituye la falta de un ade­
cuado servicio de agua potable y de dotación de
cloacas y aguas servidas. Según cifras de la OCEI,
"...sólo la mitad de lapoblación venezolana cuen­
ta con servicios de cloacas, es decir, 9.734.800

personas, 1el 66% (12221.400) dispone de agua
directa.,,6 Aún así, estos datos hay que tomarlos
con cuidado ya que es suficientemente conocida
la irregularidád del suminsitro de agua sobre
todo hacia aque1\as zonas más necesitadas del
servicio por las condiciones de hacinamiento y
carencia de servicios de limpieza que son a su vez,
las más numeroSas. Igualmente, de ese porcen­
taje de dotación de cloacas, habría que deducir
aquellas que no funcionan por hallarse en mal
estado o saturadas. Entre los efectos inmediatos

que produce esta situación encontramos la apa­
rición de enfermedades relacionadas con la falta

de aseo: sarna, piojos, úlceras e infecciones bac­
terianas de la piel, todo e1\ocon el agravante del
rápido contagio que pueden producir dichas en­
fermedades.

La situación médico-hospitalaria contribuye
a agravar el cuadro de la salud en Venezuela. No
existe otro término que el de colapsada para
describir el grado de deterioro en que se encuen­
tra la salud pública en el país. El énfasis en una
medicina curativa en desmedro de los aspectos
preventivos, ha congestionado de tal modo los



hospitales que hoy no se dan abasto para cubrir
la demanda de la población. Por otra parte, las
carencias que existen en los centros dispensado­
res de salud pública se manifiestan a todo nivel:
falta de dotación de materiales médicos, medici­
nas, lencería, camas en pésimo estado, costosos
equipos dañados. No existe una ubicación ade­
cuada del personal médico y paramédico y la
burocracia de los organismos oficiales dispensa­
dores de salud, absorbe más del 70% de los

presupuestos asignados.
Mención aparte merece el caso del IYSS, ya

que el desbordamiento de la corrupción hizo que
durante el presente año salieron a la luz pública
los innumerables casos de malversación que
afronta este instituto y que parecen ser el argu­
mento por excelencia para justificar la privatiza­
ción. El IYSS cubre a 6 millones 500 mil perso­
nas y atiende más de 15 mil pacientes diariamen­
te. Entre empleados y trabajadores el IYSS
cuenta con una planta de 69.000 personas que
consumen más del 50% del presupuesto. Los
problemas de corrupción van desde los niveles
más simples como el robo de materiales hasta los
sobreprecios en la adquisición de equipos y me­
dicinas y el "cabalgamiento" de cargos (médicos
con 3 y 4 cargos que cobran sin trabajar). El
clientelismo político es uno de los principales
factores que produce esta situación siendo como
lo dice un ex-administrador del Seguro que "Cier­
tamente los Seguros Sociales son para el corrupto
lo que la leyenda del Dorado significó para los
conquistadores"ó3, situación que se extiende a
otros centros públicos de salud.

El actual presidente del IYSS, Euclides Mo­
reno, se encuentra muy cuestionado tanto por
sus compromisos políticos como por sus actitu­
des frente a los problemas que confronta el Ins­
tituto, como es por ejemplo el reciente conflicto
con los bioanalistas; en dicho conflicto Moreno

optó como solución por despedir a todos los
bioanalistas y contratar clínicas y laboratorios
privados para que realizaran los exámenes a los
afiliados. Esto significó una gran erogación de los
dineros del IYSS, y para muchos no es sino una
muestra de las intenciones privatizadoras de la
directiva del IVSS, quienes por lo demás ya han
63 El "aciona!. 18.02.91
64 Diario de Caracas. 02.10.91
65 El "acional, 12.04.91
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presentado un programa de restructuración del
Seguro Soeial(jue l'\1nlempla algunos aspectos al
respecto.

La Siluación médil'll-hospitalaria del país ha
ocup:ldo la atención del Ministerio Público du­
rante este afio. hl el lapso (jue cubre este Infor­
me. la Fiscalía General de la República ha reali­
zado varias inspecciones oculares en diferentes
centros de salud. Al cierre de este Informe pudi­
mos conocer (jue se declaró con lugar un amparo
solicitado por la fiscalía a favor de los hospitales
del Distrito Federal. El Tribunal Tercero de Pri­

mera Instancia de Familia y Menores, al declarar
con lugar el amparo, ordena a la Gobernación
del Distrito Federal "oo. m'ocarse, de inmediato, al

conocimiento de laproblemática hospitalaria; de­
clarar en emergencia la materia salud en el Distri­
to Federal; fijar un aumento presupuestario para
los hospitales, dotarlos de medicamentos y equi­
pos médico quin1rgicos." 64 La solicitud de recur­
sos de amparo a favor de la salud, ha sido un
medio utilizado por diversas comunidades para
exigir que sea restituido el derecho a la salud; es
el caso por ejemplo, de una comunidad de Petare
(Caracas) y de La Victoria (Edo. Aragua), donde
grupos organizados introdujeron recursos de
amparo ante los tribunales competentes y con el
respaldo de numerosas firmas, con el fin de exigir
su legítimo acceso a los servicios de salud.

En cuanto al acceso a los medicamentos en­

contramos que si ya para un 43% de la población
es díficil cubrir sus requerimientos alimentarios,
mucho más difícil es tener acceso a uno de los

rubros que más duramente ha sido golpeado por
la inflación. Así lo indica el descenso de un 40%
del volumen de ventas de medicamentos en las

farmacias. Según un estudio del comportamien­
to de los precios de los medicamentos realizado
por la Fundación Curiel, desde el 01.01.89 hasta
el 01.01.91, el incremento de los precios oscila
entre un 45,2% y un 58,90%, "La dosis adecuada
para decretar la muerte de los enfermos de meno­
res recursos."ó5 Para el presente año se crearon
muchas expectativas en torno a la implementa­
ción del programa de medicinas genéricas como
mecanismo efectivo para garantizar el acceso a
las medicinas a la población de menores recur-
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soso Hoy muchos sectores vinculados a la fabri­
cación de medicinas e interesados en el desarro­

llo de este programa denuncian que el mismo
está condenado al fracaso, entre otras cosas, por
la acción de las transnacionales, el chantaje con
las materias primas y la pasividad del Estado para
hacer frente a esta situación. Lo cierto es que los
pocos medicamentos gcnéricos que han salido al
mercado han resultado ser más costosos que los
medicamentos de marca.

Este cuadro que presenta la salud en Vene­
zuela está en relación directa con las condiciones

de vida de la población. El caso de las enferme­
dades es más que evidente pues una población
bien nutrida, con adecuados servicios públicos y
por supuesto, con una atención sanitaria eficien­
te, no tendría porqué acarrear las consecuencias
que estamos padeciendo. A propósito de la apa­
rición del cólera en algunos países de América
Latina y el inminente peligro de expansión hacia
otros, como es el caso de Venezuela, las autori­

dades sanitarias de los diferentes países no tuvie­
ron más alternativa que reconocer que la aplica­
ción de los programas de ajustes económicos que
enfatizan soluciones a nivel de la macroecono­

mía, produjeron como resultado inmediato, en el
caso de la salud, el crear las condiciones para el
desarrollo de esta enfermedad. El propio Minis­
tro de Sanidad venezolano, Pedro Páez Camargo
manifestó que "el cólera es el precio que se está
pagando por la indolencia de algunos de nuestros

países, que tuvieron otras prioridades". 66

Salud: Tendencia a la privatización

PROVEA comparte el criterio de que la
salud debe ser entendida desde una perspectiva
integral, que aborde todos aquellos elementos
que permiten a los individuos desarrollar su vida
en condiciones dignas: buena nutrición, condi­
ciones físico-ambientales adecuadas, capacidad
para la recreación y el esparcimiento, trabajo y
salario adecuados. Durante muchos años se ha

manejado como criterio para definir la salud, la
ausencia de enfermedad y de aquí que las políti­
cas sanitarias hagan énfasis en los aspectos cura­
tivos y olviden que un pueblo sin condiciones
globales de bienestar es un pueblo sin salud. Es

66 Diario de Caracas, 29.04.91
67 La Nación, 06.05.91
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por ello que resulta imposihle considerar quc la
problemática de la salud en nuestro país, podrá
superarse desarrollando políticas asistcncialistas
sin tomar en cucnta el deterioro del nivel de vida

de la población.
La posición oficial que más fuerza ha tenido

al plantearse alternativas para enfrentar el pro­
blema de la salud en Venezuela, es la que sostie­
ne que la principal causa del deterioro de la
misma se encuentra a nivel de la administración

de los centros de salud y en las asignaciones
presupuestarias para este sector y, por lo tanto,
la solución al problema pasa por lograr una bue­
na gerencia de los recursos. Si bien es cierto que
en el sector salud existen importantes problemas
de orden administrativo unidos a una excesiva

burocracia y a un elevado índice de corrupción,
es imposible que pueda pensarse en una solución
que abarque solamente estos aspectos y deje por
fuera los aspectos centrales del problema, pues
de nada servirá una salud gerenciada correcta­
mente si los factores que generan salud no son
tomados en cuenta. Tal como expone el médico
Manuel González en su artículo Neoliberalismo

y Salud, "Nos equivocamos cuando considera­
mos simplemente que el problema de la salud es
puramente asistencial y no reparamos en la de­
pauperización de las condiciones de vida y trabajo
de mayoritarios sectores sociales. Y todavía más
cuando simplificamos lo asistencial como un pro­
blema administrativo y olvidamos su engranaje
con la dinámica económico-social y el control del
poder. Este enfoque funcional de la realidad lleva
a nefastas consecuencias. Así la demanda demo­
crática de salud elude la lucha por la justicia
social como condición inherente a la primera. Y
la reforma sanitaria se asume como lapetición de
'más gerencia y racionalización de recursos '. De­
jando de lado, con este enfoque, otros obstáculos
de mayor trascendencia como nuestra condición
de país intervenido y la falta real de voluntad
política para alcanzar los propósitos de bienestar
y salud.,,67

A comienzos del año 1991, concretamente

en el mes de marzo, el Presidente de la República
designó a la Diputada Rhonna Ottolina como
Comisionada Presidencial para llevar a caho el
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Plan Piloto de "Moderna Gestión Hospitalaria", PROVEA considera fundamental mantener
participando a su vez como miembro de la Co- la vigencia del derecho a la protección de la salud
misión de Reestructuración de la Gestión Hos- consagrado en la Constitución de la República,
pitalaria, integrada por miembros del FIV, Cor- así como también salud igual para todos, gratuita
diplan, MSAS, Ministerio de la Familia y Gober- donde se privilegie la atención preventiva.
nación del Distrito Federal (GDF). Estos han A este plan piloto se pretende incorporar
elaborado un Doculflento Estrategia, donde -más a largo plazo- a los 253 hospitales de todo
plasman la implementación de este proyecto. el país, e inicialmente se comenzará con 12 cen-

Se da entonces, con la conformación de esta tros de salud pertenecientes cuatro al IVSS, cin-
Comisión, el primer paso hacia la privatización coaIMSAS,2alaGDFyunInstitutoautónomo,
de la salud, que consistirá en ceder en concesión como es el Hospital Clínico Universitario de
los hospitales públicos a empresas privadas, las Caracas, desentendiéndose el Estado de esta res-
cuales gestionarán su operatividad y administra- ponsabilidad.
ción. La Comisión denomina a este proceso de Ya se ha propuesto oficialmente que el pro-
cambio "Reestructuración", definiéndola como: yecto de autogestión hospitalaria -como tam-
"La transferencia de la administración y opera- bién se denomina a este plan privatizador- co-
ción de hospitales y otros servicios de salud del menzará por el Hospital Vargas de Caracas, un
sector público a empresas e instituciones de carác- centro asistencial que presta servicio a nivel na-
terprivado ,,68y da paso a lo que denominan un cional, pues a él son referidos cantidad de pa-
sistema "autorresponsable y eficiente", donde el cientes del interior del país. Será entonces una
usuario debe participar cancelando los "servicios Fundación denominada "Hospital Vargas" que
prestados". Contrariamente a este planteamien- recibiría en concesión la gestión operativa del
to, el Presidente de la República, refiriéndose al hospital. En declaraciones dadas pcir la Diputada
cobro en los hospitales, decía que ".ootenemosque Ottolina, con motivo de la presentación de esta
aspirar no a la asistencia caritativa, sino a que propuesta sefialó: "Se liquidará al personal y ha-

todos los venezolanos estén amparados por un brá transferencia del actual régimen de contrata-
sistema de seguridad nacional, donde cada com- ción a otro distinto ,,70, poniendo en peligro la
patriota contribuya al pago de su asistencia y que estabilidad de los trabajadores de la salud y sus
todos los venezolanos tengan asistencia. Pero, derechos como tales.
mientras tengamos esta situación de marginali- Es evidente que este plan está lleno de con-
dad en el país, es imposible pensar que se pueda tradicciones y lagunas, en lo que se refiere a su
pagar en los hospitales,,69 . Notamos pues posi- implementación y no ha sido dado a conocer en
ciones contradictorias a nivel de los más altos forma oportuna y clara a la población en general,
representantes oficiales en el mismo plantea- la cual en su mayoría desconoce las medidas que
miento del Plan de Reestructuración. serán tomadas.

Preocupa sobremanera el hecho de que en En relación a la privatización de la salud, la
base a un sistema de cancelación (planteado por Senadora Lolita Aniyar de Castro sefialaba, du-
la Comisión) donde el que carezca de posibilida- rante un derecho de palabra en el Congreso
des económicas, seguro público o privado, ten- Nacional: "va a entregarse en comodato toda una
drá que pagar el servicio prestado, no se aclara instalación milmillonaria de hospitales, sin nin-

aún de forma expresa cómo se va a operativizar gún riesgo, y además con aporte del Estado para
esta propuesta. Cabría preguntarse: ¿Cómo ga- la atención de los pacientes indigentes y no asegu-
rantiza el Estado el acceso a la salud a personas rados". Y se preguntaba:"¿No habrá discrimina-
sin recursos económicos, que como se saae rep- ción de pacientes según las diversas clases?" (oo.)

resentan el 80% de los venezolanos que viven en "¿Quién garantiza que una empresa lucrativa se
estado de pobreza? ocupará de los seres humanos desprovistos del

68 COM1S10N DE REESTRUcruRAC10N DE LA GESTION HOSPITALARIA: Documento Estrategia, Caracas,
1991

69 Diario Caracas, 07.10.90
70 El Universal, 19.07.91
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poder que el Estado le entrega desentendiéndose
de ellos ?,,71

La justificación de la implementación de este
plan piloto, es el colapso total de los servicios de
salud, producto del caos administrativo, insufi­
ciencia presupuestaria, dotación deficitaria, de­
terioro de equipos y burocracia excesiva. En
cuanto al franco deterioro presupuestario, el Se­
nador Luis Vidal, miembro de la Comisión Per­

manente de Salud del Senado, nos sefiala: "De
acuerdo con el Banco Central de Venezuela, un
bolívar de 1991 vale 0,]5 de un bolívar de 1984",
derivándose de este hecho consecuencias tales

como: "elprograma 6 - contemplado en elproyec­
to de la Ley de Presupuesto de 1991- referido a
servicios asistenciales en salud, en el 84 tenía

1.847 millones y en el 91, 9.426 millones. El pre­
supuesto real sería apenas de 1.414 millones de
bolívares, con una reducción del 23.44%". Afir­

ma Vidal: "Si uno detalla las partidas, descubre
que en el fondo, se manejan criterios de atención
médica, no de prevención,,72.

La Comisión de Salud plantea que una solu­
ción para que el presupuesto tenga un destino
cierto y un uso racional, sería a través de la puesta
en práctica de una Ley de Contabilidad Nacional
para Hospitales Públicos, con la cual se estable­
cería un sistema comparativo de diferentes actos
médicos de un grupo representativo de enferme­
dades y sus tratamientos respectivos. Se estable­
cería igualmente una Ley de Prevención de En­
fermedades, redundando en ahorro para la aten­
ción. Todas estas son alternativas válidas de con­

trol de la gestión en salud, sin necesidad de im­
plementar el plan privatizador.

Se han elaborado otras propuestas, como la
formulada por el epidemiólogo del Hospital de
Niños "J. M De Los Ríos", Raúl Quiroga, quién
plantea la elaboración de un Plan Nacional de
Salud, donde participen profesionales, técnicos,
enfermeras, empleados y obreros de salud, junto
con sectores populares interesados, asociaciones
de vecinos y sindicatos, con el fin de "sentar las
bases para una utilización racional de los recur-

sos oo., el desenvolvimiento de la medicina preven­

tiva y la mejoría de las condiciones de trabajo Y- el
nivel de vida de los trabajadores de la salud." 73

En relación al IVSS, ya se dió- con motivo de
la renuncia en masa de los Bionalistas que solici­
taban homologación de sueldos- el primer paso
hacia la privatización, siendo este el caso de la
"licitación pública ofreciendo los servicios de la­
boratorio tanto nacional como internacional. Ac­

tualmente ya se le ha dado entrada a una empresa
norteamericana que llevó a cabo la experiencia de
los hospitales adscritos al Seguro Social en Espa­
ña,,?4 También el IVSS contrató con clínicas

privadas de Caracas las llamadas "unidades de

trabajo", de pruebas, diagnósticos e intervencio­
nes quirúrgicas a pacientes asegurados. Al res­
pecto el Dr. Manuel Penso, cardiólogo que ha
llevado a cabo todos los transplantes al corazón
realizados en Venezuela, cree que "el WSS gas­
tará mucho más dinero si contrata unidades de

trabajo con clfnicas privadas, cuando con menos
recursos se pueden habilitar pabellones y adquirir

.. b' . ,,75equIpos que permitan prestar un uen servICIO.
En lo que respecta a la salud ocupacional es

necesario poner en evidencia que a pesar de que
en el año 1986 se promulgó la Ley Orgánica de
Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de
Trabajo, con el fin de proteger al trabajador de
los riesgos a su salud en el ejercicio de sus labo­
res, aún no se ha reglamentado la misma. Tam­
poco se ha operativizado el Instituto Nacional de
Prevención, Salud y Seguridad Laborales, que
sería según la Ley, el órgano rector y colector de
denuncias.

En Guayana, miembros de Comités de Hi­
giene y Seguridad Industrial de las empresas de
la CVG, elevaron sus exigencias ante el Fiscal
General de la República planteándole: "Solicita­
mos que se realicen averiguaciones sobre los últi­
mos accidentes industriales que han ocasionado
la muerte de 18 trabajadores en Ureña, Estado
Táchira; el fallecimiento de tres obreros petrole­
ros y la incapacidad de otros 20, en instalaciones
de Corpoven y Lagoven, en Zulia y Monagas; la

71 ANIYAR, Lolita: Derecho de palabra ante el Congreso Nacional
72 El Nacional, 21.08.91

73 QUIROGA, Raúl: Una propuesta Socialista y democrática para Ú¡ organización de Wsservicios de salud, mimeo, Caracas
1991

74 Diario de Caracas, 09.07.91
75 La Nación, 01.06.91
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muerte en 1990 de dos trabajadores de SIDOR; y
la trágica desaparición de dos trabajadores, en lo
que va de este año, en las obras de las empresas
MACAGUA Ir', según lo sefialado por el médico

especialista en higiene y seguridad industrial,Vladimir Valisa. 7

Recientemente la petroquímica El Tablazo
fue premiada por Petróleos de Venezuela
(PDVSA) por mantenerse durante 8 millones de
horas-hombre sin accidentes industriales, más

sin embargo, mantiene l1iveles elevadísimos de
contaminación por desechos industriales, que
desde hace afios vienen perjudicando la salud de
los habitantes de El Hornito, población cercana
a sus instalaciones.

Algunos sectores del país ven,en la Medicina
Familiar una respuesta a la crisis de los servicios
de salud, pues esta contribuiría a descongestio­
nar los hospitales. "El arsenal de vacunas y de
consejos educativos con los que el médico fami­
liar se anticipa a las endemias y epidemias, dismi­
nuye el gasto en la enfermedad porque es barato
prevenirla y caro curarla", sefiala el sanitarista Dr.
Pedro Iturbe. 77

En este sentido PROVEA mantiene el crite­

rio de que no se han explorado otras alternativas
y que portanto el Estado venezolano, en relación
a la salud, está actuando en forma contraria a los

pactos y convenios internacionales suscritos por

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

el país, ya que si bien como lo establece el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales, estos derechos se alcanzan en forma
progresiva y que el logro de los mismos depende
de los recursos existentes: "No es lo mismo no

poder progresar por -carencia de medios, en
el camino de satisfacer plenamente el status
que se tiene derecho a obtener, que instaurar

una Ifflítica contradictoria con ese dere­cho." 8

La necesidad de hacer un énfasis definitivo

en la atención primaria, en la prevención y no en
la curación, es la forma más idónea para reducir
los costos de la atención a la salud y disminuir los
problemas administrativos, burocráticos y de co­
rrupción que existen en el sector. Si ya existe una
ley aprobada por el Congreso Nacional (Ley del
Sistema Nacional de Salud) que avala este crite­
rio, resulta difícil explicarnos por qué los entes
oficiales enfatizan las salidas privatizadoras y no
han hecho esfuerzos importantes por dar cum­
plimiento a dicha ley. Las explicaciones se en­
cuentran al interior de la polftica económica de­
sarrollada por el actual gobierno por lo que re­
sulta inaceptable asumirlas como válidas y se
hace impostergable, por parte de los sectores
involucfados y preocupados por esta situación,
comenzar a elaborar y poner en práctica otras
alternativas.

B.3 Derecho a la Educación
Todos tienen derecho a la educación. El Estado creará y sostendrá escuelas, institucio­
nes y servicios suficientemente dotados para asegurar el acceso a la educación y a la
cultura, sin más limitaciones que las derivadas de la vocación y de las aptitudes. La
educación impartida por los institutos oficiales será gratuita en todos sus ciclos.

Artículo 78 de la Constitución de la República de Venezuela.

La educación se considera una necesidad de
la sociedad. Se le identifica como un derecho

social, reconocido en la Constitución de 1%1 y,
por tanto, una obligación básica del Estado es la
preservación y prestación de este servicio.

La educación surge en Venezuela como uno
de los espacios más adecuados para estimular la
democratización del país, ya que sus postulados

son portadores de valores como la equidad y la
igualdad. Es además, depositaria de las expecta­
tivas de superación de una sociedad.

Sin embargo, un análisis crítico de la situa­
ción del sector educación evidencia signos de
carácter endógeno y exógeno, que bien pueden
definirse como violaciones al derecho a la educa­

ción; aspectos éstos que nos sefialan que el sector

76 Diario de Caracas, 09.07.91

77 El Nacional, 08.91

78 NIKKEN, Pedro: En Defensa de la Persona Humana, Edit Jurídica Venezolana, Caracas, 1988, pág. 81
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sefíala a los sectores populares como los más

afectados "el 90% de la fó1blación infantil margi­
nal no va al Preescolar" o, cuestión admitida por
el Ministerio de Educación (ME).

En el nivel de Educación Superior se admite
el mismo problema puesto que para este afío se
espera que de "260 mil (bachilleres) que egresa­
rán en julio próximo, sólo 120 mil podrán matri­
cularse en educación superior" 81, contradiciendo
las ideas básicas que sustentan el sistema educa­
tivo como un servicio público, gratuito y obliga­
torio, que deberá garantizar la igualdad de opor­
tunidades y de acceso para todos los venezola­
nos. Nuestra Constitución garantiza la gratuidad
de la ensefianza en todos los niveles, pero los
estratos populares han tenido bastantes dificul­
tades para acceder a ella, debido al constante
incremento de los costos de matrícula, aportes a
la comunittad educativa, uniformes y útiles esco­
lares.

La deserción y el fracaso escolar constituyen
elementos de gran alarma; según Xavier Muga­
rra T. Presidente de la Sociedad Venezolana de

Puericultura y Pediatría, "de cada 100 niños que
ingresan alprimer grado, sólo 55 llegan al6 grado
y 31,8 llegan al 9 grado ,,82 , es decir muy pocos
venezolanos logran alcanzar un nivel deseable de
escolaridad; de hecho esta instrucción adquirida
es incompleta para favorecer su inclusión al mer­
cado de trabajo, lo que afectará negativamente
el nivel de vida que desarrollarán luego. PRO­
VEA considera que el nivel de escolarización
actual y su aprovechamiento son factores que
fortalecen la desigualdad social, ya que el acceso
a éstos está asociado a aspectos de orden cultu­
ral, illtelectual y económico. En Caracas por
ejemplo se sefiala que "el 16.2% (de niños) no
tiene ningún libro y que 71.8% posee solamente
los escolares y alguno que otro libro,,83 .

Otra variable digna de estudio y que está
relacionada con el fracaso escolar, es la concer­

niente a la repitencia; los investigadores la ubican
como uno de los problemas principales del siste­
ma. Ella está asociada con factores como el re­

tardo pedagógico y las mismas variables socieco-

Acceso e igualdad de oportunidades

está "haciendo aguas" por todos lados: se profun­
diza la deserción y el fracaso escolar, existe un
amplio porcentaje de excluidos del sistema en
contraposición con el reducido número que as­
ciende a la cúpula del mismo, existe una diferen­
ciación creciente entre la cultura del aula y la
cultura de la calle, hay incapacidad del sistema
para absorber nuevos escolares y para mantener
a los ya existentes, se evidencian marcadas dife­
rencias entre los recursos asignados en los distin­
tos niveles del sistema, disminución del porcen­
taje de familias de los sectores populares que se
incorporan al sistema, bajos salarios de los do­
centes acompafiados de escasos estímulos a los
mismos, presupuesto insuficiente para sostener
el funcionamiento del sistema, considerables au­
mentos del costo de los uniformes, útiles escola­
res y matrícula, disminución del consumo de
calorías especialmente en los sectores popula·
res.

La crisis educativa la examinamos como la

derivación de la crisis generalizada del país. Quie­
nes desde PROVEA analizamos la educación

venezolana reconocemos los aportes hechos por
el Estado afios atrás en materia educativa, pero
no podemos sentimos satisfechos cuando de Ia_
población escolarizable que para el período 1990­
91 es de 6 millones 742 mil 132 alumnos, sólo han
sido incorporados al sistema 4 millones 432 mil
767 nifíos lo que en cifras absolutas representa el
66% de incorporados, quedando fuera el 34% de
ellos.

Si revisamos los diferentes niveles del sistema

educativo, encontramos que el que en menor
ventaja se encuentra es el nivel de preescolar
considerado obligatorio por la Ley Orgánica de
Educación (LOE). Las estimaciones sefialan, se­
gún directivos de la Federación Venezolana de
Maestros, que "la educación Preescolar es obli­
gatoria, pero como el Estado no ha podido imple­
mentar este nive~ le dió un carácter de transitorie­

dad, lo cual arroja que los niños entre Oy 5 años
no los atiende nadie" 79; al mismo tiempo se

79 Ultimas Noticias, 09.05.91
80 ldem
81 El Nacional, 17.06.91
82 El Nacional 09.01.91

83 FUNDACREDESA: 15 añas investiganlÚ>para el mejor cono<:ímiento de Venezuela, Informe Institucional, pág. 41
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nómicas; se señala por ejemplo que de "3 millo­
nes 777 mil 575 alumnos registrados en el último

año escolar, 755 mil 515 terminarán el curso pero
en calidad de repitientes ,,84; las causales se atri­
buyen principalmente al desinterés del Estado
para enfrentar la irregularidad de las actividades
escolares, interrumpidas unas veces por conflic­
tos de tipo laboral y las más por dificultades en
las instalaciones; este último aspecto ha alcanza­
do cifras bien notorias "60% de las escuelas sin

clases, mientras los más marginados son: los ru­
rales y los de urbes en wnas marginales,,85. Esta
situación implica que no se cumple cabalmente
con el criterio de los 180 dfas de clase, por lo cual
es muy dificil que se logren las exigencias progra­
máticas establecidas para cada uno de los gra­
dos.

En la aplicación de una evaluación de los
alumnos en el último perfododel afio, se constató
que "elmayor porcentaje de alumnos ha obtenido
una calificación de seis y ocho puntos,,86. El pro­
blema del bajo rendimiento académico abarca
también al sub-sector de educación superior; un
ejemplo lo constituye la Universidad de Oriente
en la que, sólo en este perfodo, "dos mil estu­
diantes, en sus cinco' núcleos, serán expulsados
debido a su bajo rendimiento académico ,,87.

El bajo rendimiento se relaciona con la au­
sencia, en importantes sectoreS de la población
escolar de habilidades y destrezas que debieron
ser adquiridas en una temprana edad y cuya
carencia puede deberse a múltiples factores: li­
mitaciones originadas en deficiencias nutriciona­
les, falta de estfmulo tanto a nivel familiar como

escolar, problemas de orden socioeconómico.
Las presiones que ocasiona el deterioro econó­
mico de la población contribuyen a ahondar la
estratificación social. Una manifestación clara es

el alto fndice de nifios que se incorporan tempra­
namente al mercado de trabajo abandonando el

sistema educativo para contribuir con los gastos
familiares.

Otro factor que atenta contra la permanen-

84 El Nacional, 19.06.91
85 El Nacional, 11.10.90
86 El Impulso, 18.06.91
87 El Guayanés, 04.04.91
88 FUNDACREDESA, op. cit pág. 47
89 Diario de Caracas, 28.02.91
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cia en el sistema educativo es la creciente desnu­

trición ya que "seidentificó como carencia impor­
tante a nivel naciona~ un déficit calórico hasta el
30% en algunos lugares y déficits de vitaminas A,
B2 Y Calcio. ,,88 Todo esto, sumado al poco poder
adquisitivo de la población, constituye la rafz de
los problemas de ausentismo, retardo de tipo
pedagógico y la deserción.

Una situación que se crefa controlada es la
del analfabetismo. Sin embargo, los investigado­
res señalan que el "35% de lapoblación compren­

dida entre los 15y 50 años es analfabeta ~ncluí­
dos analfabetas puros y funcionales)" 8 . Esta
situación se compara con pafses de muy pocos
recursos que han desarrollado una escasa aten­
ción en materia educativa. Se pone entonces al
descubierto el desinterés del Estado en contener

la depauperación educativa, aumentando la dife­
renciación creciente entre los que tienen posibi­
lidades para aprovechar el sistema educativo y
sus bondades, y los que secillamente carecen de
éstas.

Actualmente se pone en práctica un menú
para facilitar recursos de manera directa a la
población a través de los programas de útiles
escolares, beca alimentaria, vaso de leche esco­

lar, beca de granos, etc. PROVEA considera
conveniente mantener y ampliar estos progra­
mas, pero subraya que los mismos son de alcan­
ces limitados y destinados a satisfacer urgencias
inmediatas que en nada contribuyen a superar
las limitaciones estructurales y de largo plazo.
Además se conoce que la distribución de estos
programas no ha sido satisfactoria, quedando
gran cantidad de escuelas fuera del alcance de
estos beneficios. Al cierre de este Informe PRO­

VEA conoció que para el próximo afio escolar,
el Instituto Nacional de Nutrición (INN) no es­
tará en capacidad de brindar una cobertura total
al programa del vaso de leche escolar, por lo que
ya se anunció una reducción sustancial del mis­
mo, cubiéndose sólo los tres primeros grados de
educación básica.
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Políticas Generales,
Privatización y presupuesto

Los gastos educativos quedan congelados
afta tras afta y se hacen deficitarios. El Estado
afirma no poder seguir soportando el gasto que
le representa este sector por lo que recomienda
trasladar a manos de la población los costos del
proceso educativo. Una opinión frecuentemente
escuchada es la de detener los recursos destina­

dos por el Estado al sector, en otras palabras,
traspasar paulatinamente a manos privadas la
conducción, administración y gestión de las redes
escolares. La red escolar privada cuenta actual­
mente con "2 mil 439 planteles privados diurnos
y 580 noctumos,,90 ; el ME impulsa y alienta su
aparición "en la medida en que aumenta lapobla­
ción venezolana, y en la medida en que el Estado
venezolano va disminuyendo sus recursos finan­
cieros " 91 a sabiendas de que sus estructuras la
mayoría de las veces no se corresponden con las
obligaciones establecidas en la LOE, general­
mente mal dotados, sobrepoblados, con una
planta profesional no adecuada y donde además
se atenta contra el bolsillo de los representantes
produciendo aumentos inconsultos en el costo
de la matrícula.

A raíz del deterioro progresivo que ha venido
sufriendo la educación en Venezuela, en los últi­

mos aftos ha tomado fuerza el argumento de que
la educación privada es de mayor calidad que la
pública. Básicamente lo que se muestra como
indicador es la regularidad del ano escolar y la
asistencia del personal docente, elementos éstos
que poseen mucho peso en el criterio de los
padres y representantes para enjuiciar el proceso
educativo de sus hijos. Sin embargo, es necesario
acotar varios elementos. El acceso a los planteles
privados es viable solo para un sector minoritario
de la población, pues el grueso de familias vene­
zolanas no pueden asumir la carga que les repre­
senta un gasto mensual de este tipo. Propiciar la
proliferación de escuelas privadas como solución
a la crisis educativa del país, significa dejar en el
corto plazo a un importante porcentaje de nifios
sin ninguna posibilidad educativa. Por otro lado,
la calidad de la educación no puede medirse en

90 El Nacional, 15.02.91
91 El Nacional, 31.05.91
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los términos antes descritos. Cabe seftalar aquí
que la educación venezolana, a la par de la grave
situación expuesta a lo largo de esta sección,
adolece de serias fallas de carácter pedagógico y
académico (programas obsoletos, metodologías
inadecuadas, objetivos alejados de la realidad, en
síntesis una inadecuada preparación para enca­
rar el futuro con élPto), que están presentes tanto
en los planteles públicos como en los privados.

PROVEA considera que se esta poniendo
en peligro la igualdad en el acceso a la educación
ya que se están manejando argumentos como el
que la educación privada es sinónimo de calidad
y la pública de ineptitud e ineficiencia. Creemos
que es fundamental el papel del Estado en la
democratización de la educación, vale decir

igualdad de acceso y de oportunidades; y que las
fallas en del sistema educativo, no se resolveran
negando el derecho a la educación a las mayo­
rías.

Un asunto fuente de grandes conflictos es el
referido al presupuesto, estimado anualmente.
La paz del sistema se ve interrumpida periódica­
mente. De los aproximadamente 90 mil millones
de bolívares aportados por el Estado, un 85% se
dedica a sueldos y salarios en todo el sector. El
incremento de las necesidades en la educación

aunado a la inflación, requiere de incrementos
sustanciales para poder atender las urgencias
emanadas del sistema; tan cierto como que en las
escuelas sólo se cuenta con borradores, tizas,
pupitres, pizarrón cuando los hay.

Igualmente crítica es la situación de las uni­
versidades, a punto de colapsar por la falta de
presupuesto, que para el afta pasado se ubicó en
los 30 mil millones de bolívares, monto conside­
rado por el núcleo de rectores como insuficiente
para conservar sus puertas abiertas. Se recurrió
al crédito adicional del cual se aprobó el 42% de
la petición (3.700 millones) y lo cual es también
'deficitario para atender los compromisos y nece­
sidades de las universidades. El replanteamiento
de insuficiencia presupuestaria obtuvo esta vez
como respuesta del Estadola sugerencia de co­
brar matrícula, despedir profesores y no reponer
los cargos vacantes por renuncia o por jubilación.
Además se ha adoptado una estrategia de con-



trol del crecimiento de la educación superior,
re forzándose los mecanismos de selección, colo­

cándose la educación superior en virtual conflic­
to que afectará como siempre a los estudiantes,
la calidad de la educación y primordialmente el
sistema de educación pública gratuita; por otra
parte, las fuentes alternativas de finaneiamiento
de la educación superior, tales como la creación
de impuestos especiales a empresas privadas, no
han sido suficientemente exploradas.

Descentralización educativa

La pesadez de la estructura burocrática del
ME es una de las piezas más resistentes al cambio
requerido por la estructura educativa nacional;
el peso acumulado de ineficiencia, ineptitud e
inoperancia ha conspirado para mantener una
buena fuente de acción organizada y planificada
que vele por la garantía de una adecuada asisten­
cia al sistema.

El Ministro de Educación ha puesto de ma­
nifiesto la preocupación que tiene por la tardan­
za en la implementación del programa de trasla­
do de competencias del área educativa a las go­
bernaciones, para que asuman el control del pro­
ceso en sus regiones, lo que abarca desde los
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procesos administrativos hasta los curricu]ares.
PROVEA estima que la disposición para

mejorar las cosas debe traducirse en hechos. El
potencial organizativo, la gran infraestructura, la
parte buena de la experiencia debe conservarse
para ponerla a disposición de las necesidades de
las regiones, lo cual requiere de un marco jurídi­
co para ejecutarse. Ahora bien no vacilamos en
reconocer las bondades de una acción radical de

descentralización pero, consideramos necesario
expresar algunas reservas al caso, ya que la pri­
mera experiencia de descentralización se desa­
rrolló en la capital y el resultado fue el cierre de
las guarderias que pasaban a manos de la Alcal­
día, con el consiguiente problema de desempleo
y readecuación que puede resultar traumático si
no se planifican sus implicaciones.

PROVEA considera importante que el Es­
tado emprenda un estudio serio y concienzudo
de la situación educativa nacional, buscando las

causas que originan la pérdida de eficiencia, cali­
dad Yefectividad del sistema. Debe preocuparse
por relanzar el proyecto educativo duramente
golpeado por las poIfticas económicas. De ningu­
na manera debe abandonarse la educación a su
suerte.

B.4 Derechos de los Trabajadores
Todos tienen derecho al trabajo. El Estado pTocurará que toda persona apta pueda
obtener colocación que le proporcione una subsistencia digna y decorosa.

Artfcu/o 84 de la Comtitución de la República de Venezuela

El trabajo será objeto deprotección especial. La ley dispondrá lo necesario para mejorar
las condiciones materiales, morales e intelectuales de los trabajadores. Son irrenuncia­
blespor el trabajador las disposiciones que la ley establezca para favorecerlo oprotegerlo.

Artfcu/o 85 de la Constitución de la República de Venezuela

La flexibilización de las condiciones laborales

El mundo laboral en el último ano ha sufrido

numerosas e importarttes modificaciones que, en
la mayor parte de los casos, se traducen en viola­
ciones ya materializadas o peligrosas amenazas
en el plano normativo, contra los derechos y las
conquistas históricas de los trabajadores. Como
parte del paquete jurídico se pretende, y en gran
medida se ha logrado, ajustar las relaciones obre­
ro-patronales a las metas y objetivos que el neo-

liberalismo se ha trazado tanto al interior del país
como en el plano internacional

La llamada "actualización" de la legislación
nacional venezolana a la realidad económica del

país, pasa por entender el factor trabajo como un
mero costo de producción, una simple variable
económica o contable dentro del sistema pro­
ductivo n_acional, desconociendo su valor como
derecho que recoge nuestra actual Constitución.

83



PROVEA Informe Anual Octubre'90-Septiembre'91

Esta visión, se corresponde con el proyectado
paso a una economía signada por las leyes de la
oferta y la demanda, fundamentada en la com­
petividad, para lo cual es necesario eliminar las
medidas proteccionistas a nivel aduanero, dejar
libre entrada y salida a la inversión de capitales
extranjeros, y restringir al mínimo la participa­
ción estatal en la economía incentivando acelera­

dos procesos de privatización.

Todos estos cambios tienen profundas reper­
cusiones en el área laboral venezolana, puesto
que están orientados a potenciar un sistema pro­
ductivo con miras a la exportación, teniendo co­
mo "ventaja comparativa" más significativa la fle­
xibilización de las condiciones de trabajo de la
población activa del país, que se traduce en la
baja de los salarios, la contratación por tiempo
fijo o determinado, es decir, la inestabilidad labo­
ral, que a su vez merman los niveles de afiliación
sindical y disminuye el poder negociador de
las organizaciones sindicales en las convencio­
nes colectivas de trabajo; reduciendo a su vez
su influencia política en los destinos de la
Nación.

Sobre la base de la nueva normativa laboral,

se ha legalizado la violación de los derechos de
los trabajadores y desnaturalizando las institu.
ciones y los principios del Derecho del Trabajo.

Dentro de este contexto, se ha dado inicio en
el país, a un proceso de reconversión industrial
que, dentro de nuestra situación como países
periféricos, sólo plantea una auténtica moderni­
zación tecnológica en áreas estratégicas para el
capital transnacional, esgrimiéndose en varios
casos (Viasa,CANlV, Empresas Básicas, etc.)
como argumento de peso para justificar la priva­
tización de empresas estatales.

Se pretende en algunos casos canalizar la
fuerza de trabajo no empleada, en proyectos de
microempresas que, desarrollándose alrededor
o en torno a las grandes fábricas y en coordina­
ción con centros industriales de la región y del
mundo, supondrían el establecimiento de regí­
menes de trabajo informal y a domicilio (maqui-

, las), que hacen imposible el control y la vigilancia
del Estado en cuanto al cumplimiento estricto de
los derechos del trabajador y sus condiciones

84

laborales.

El "paquete jurídico" en el ámbito laboral

Las afirmaciones hechas anteriormente ilus­

tran claramente lo que ha sido el acontecer de la
dinámica laboral en el lapso que cubre este In­
forme. En el plano legal nos enfrentamos a la
recientemente aprobada Ley Orgánica del Tra­
bajo (LOT) que dadas las implicaciones que con­
lleva en materia laboral merece nuestra especial
atención. El análisis de un marco legal, así como
las consecuencias de su aplicación y algunas res­
puestas surgidas de los mismos trabajadores con­
situyen parte de este análisis.

A) Ley Orgánica del Trabajo
Cabe sefialar que la acciones intentadas ante
la OIT y el Congreso Nacional a partir de
junio de 1.990, en relación a cuestionamien­
tos al entonces proyecto de LOT dieron co­
mo resultado una serie de logros, en los que
cabe mencionar: a) la eliminación de la defi­
nición de la huelga como acción concertada
y pacífica de los trabajadores; b) se mantuvo
el número de trabajadores necesarios (20 y
40) según la Ley del Trabajo de 1.936 para
la constitución de sindicatos de empresa y
profesionales, fijándose en 150 el número
requerido para la formación de sindicatos
nacionales; c) se estableció la protección del
fuero sindical para los miembros de lasjuntas
directivas seccionales de los sindicatos nacio­

nales; d) se amplió el amparo de la normativa
laboral para los empleados de la Administra­
ción Pública; e) se suprimió el período de
prueba que se pretendía elevar a 90 días.
Sin embargo, el 20 de Diciembre de 1.990 la
nueva Ley fue promulgada, manteniendo en
su seno graves violaciones y desconocimien­
tos a históricos derechos de los trabajadores
y de las organizaciones sindicales, dentro de
los cuales destacan:

* Los Convenios Internacionales y las dis­
posiciones en ellos contenidas, son valo­
rados como mera fuente supletoria del
Derecho Laboral, desconociendo su ca­

rácter de leyes aprobadas por el Congre­
so de la República y dotados de obliga­
toriedad en su cumplimiento.
Cabe igualmente destacar, que al pasar



la normativa que regula el hecho social
del trabajo a la categoría de orgánica,
desde el punto de vista de la jerarquía de
las leyes, se relega a los Convenios Inter­
nacionales a una posición de inferiori­
dad, ya que los mismos son aprobados
mediantes leyes ordinarias. De este mo­
do, las disposiciones nacidas de la OIT,
que hicieron que en nuestro país se pu­
diera caminar en materia legislativa a la
par de los avances alcanzados en el te­
rreno internacional, se tornan más inefi­

caces en su respeto hasta por las propias
autoridades llamadas a hacerlos cum­

plir.
* La jornada de trabajo se flexibiliza al

consagrarse en el artículo 206 que "Los
límites fijados para la jornada podrán
modificarse por acuerdo entre patronos y
trabajadores, siempre que establezcan
previsiones compensatorias en casos de
exaso, y a condición de que el total de
horas trabajadas en un lapso de ocho (8)
semanas, no exceda delpromedio de cua­
renta y cuatro (44) horas por semana".
La norma transcrita, al mismo tiempo
que colide con el artículo 86 de la Cons­
titución, evidencia un grave retroceso en
los límites de duración de la jornada
ordinaria conquistados por los trabaja­
dores, según los cuales, la jornada en
ningún caso podrá superar las ocho ho­
ras diarias y cuarenta y ocho horas por
semana. De igual forma, la LOT admite
la posibilidad de que los empleadores
amplíen la duración de la jornada diaria,
colocándose la producción de la empre­
sa y su marcha normal por encima de la
seguridad industrial de los trabajadores
(art. 202). Por su parte, el artículo 325
establece que la duración de la jornada
del trabajador rural podrá elevarse has­
ta 60 horas semanales "cuando la natu­

raleza de la labor así lo exija"; a ello se
sumar la mayor duraCión de la jornada
ordinaria del trabajador dedicado a la
agricultura y a la cría con respecto a los
trabajadores urbanos, ya que éstos ven
reducida su jornada semanal a 44 horas,
mientras los primeros conservan el anti-
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guo régimen de las 48 horas.
* Se profundiza la intervención y el con­

trol de la Administración en la actividad

sindical. En efecto, al Ministerio del Tra­
bajo se le sigue reconociendo en nuestra
legislación, la facultad discrecional de
autorizar mediante el registro o inscrip­
ción, la creación de sindicatos, que se
traducen en prácticas dilatorias que im­
posibilitan el ejercicio del derecho a la
sindicación, inmiscuyéndose en los pro­
cesos de formación de las organizacio­
nes de trabajadores, e incluso disponien­
do su suspensión o disolución una vez
que se encuentran constituidas. Conse­
cuentes con esta forma de proceder y
con la tradición legislativa, se dota al
Ministerio del Trabajo y a sus Inspecto­
rías, de mayores medios de injerencia en
la vida de los sindicatos, aumentando los

requisitos previos necesarios para la
creación de la organización sindical y lo
correspondiente a su cotidiano funcio­
namiento. Asimismo, la LOT consagra
la discriminación de los trabajadores ex­
tranjeros, al exigirles como requisitos
para formar parte de la Directivas Sindi­
cales, el haber residido en el país por al
menos 10 afios, debiendo además de
obtener previamente la correspondiente
autorización del Ejecutivo Nacional. Es­
ta nueva normativa contraviene las dis­

posiciones contempladas en las leyes
aprobatorias de los Convenios de la OIT
N° 87 YN° 98, destinados a la protección
de la libertad sindical contra las posibles
injerencias del Estado.

* Se restringe el ejercicio del derecho a
huelga al mero ámbito de las empresas
y no se reconoce la posibilidad de que los
obreros efectuen huelgas regionales o
nacionales por reivindicaciones globales
(por ejemplo, defensa del actual régi­
men de prestaciones sociales, aumentos
generales de salarios, etc).

* En cuanto a la contratación colectiva, la

ley concede exclusivamente a las organi­
zaciones sindicales el derecho a contra­

tar colectivamente, eliminándose la fi­
gura de la convención obrero-patronal,
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que permitía que un grupo de trabaja­
dores no afiliados a sindicato alguno,
pudieran suscribir un contrato colectivo

con su correspondiente empleador.
* El salario también es flexibilizado, otor­

gándose al Ejecutivo Nacional en el ar­
tículo 138, la potestad de considerar o
no, en todo o en parte, los aumentos
salariales en cuanto éstos excedan del

30%, como integrantes del salario base
para el cálculo de las prestaciones socia­
les; disposición ésta, que consideramos
de suma gravedad si tomamos en cuenta
el proceso inflacionario que vive el país.

* Por otro lado, con la derogación expresa
de la Ley Contra Despidos Injustifica­
dos y su Reglamento, la LOT asumió
parte de sus normas destinadas a prote­
ger la estabilidad en el empleo y a san­
cionar los despidos realizados sin justa
causa. Sin embargo, tal cambio razona­
do bajo el alegato de recopilar en un sólo
texto los distintos instrumentos jurídicos
existentes en materia laboral y con el
objeto de eliminar las Comisiones Tri­

partitas, supuso:
- la creación de Tribunales de Estabili­

dad Laboral, como órganos competen­
tes para conocer los conflictos relativos
a los despidos practicados por los pa­
tronos supuestamente sin causa justi­
ficada, el reenganche del trabajador y
el pago de los correspondientes sala­
rios caídos. Con la desaparición de las
anteriores Comisiones Tripartitas, el
procedimiento administrativo que se
seguía ante ellas, se ha transformado
en un procedimiento de naturaleza ju­
dicial, en el que podrán actuar, según
sefíala la propia ley en su artículo 116,
el trabajador directamente o asistido o
representado por un dirigente sindical,
al igual que el patrono, quien podrá
llevar a cabo actuaciones en el juicio
por sí mismo o asistido o representado
por persona de su confianza; sin em­
bargo una interpretación efectuada
por los Jueces del Trabajo de Caracas
y secundada por los Colegios de Abo­
gados del país, sostiene sobre la base
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de la Ley que regula la profesión de la
abogacía, que al haberse convertido el
procedimiento de estabilidad laboral
en un juicio, el mismo reduce la parti­
cipación del trabajador afectado y la
asistencia o representación del dirigen­
te sindical, así como del patrono o de
la persona de su confianza, simple­
mente al acto inicial de la denuncia del

despido injustificado. Con ello, el tra­
bajador y el dirigente sindical se verían
despojados de la posibilidad de actuar
directamente en las fases restantes del

proceso, debiendo contratar los servi­
cios profesionales de los abogados o
hacer depender su defensa de la ayuda
que en tal sentido puedan brindarie los
procuradores laborales. En relación a
la interpretación de este artículo 116,
el Ministerio Público dentro de las con­

clusiones del Primer Taller de Aproxi­
mación al Estudio del Derecho al Tra­

bajo en Venezuela, efectuado en mayo
pasado, sostuvo la necesidad de reali­
zar reuniones para analizar la supuesta
insconstitucionalidad de algunos artí­
culos relacionados con el derecho a la

defensa de los trabajadores, en parti­
cular, del precitado artículo 116, por
encontrarse en presunta colisión con el
artículo 68 de la Constitución que re­
conoce el derecho a la defensa y el
acceso a los tribunales de justicia de los
habitantes de la República.
- Se eliminó, igualmente, la obligación
que existía, bajo el imperio de la Ley
derogada, de celebrar por escrito todo
contrato a tiempo determinado o fijo
y, según la cual, le correspondía al pa­
trono bajo amenaza de ser multado, el
informar de dicha contratación a la Co­

misión Tripartita competente, a fin de
que ésta la calificara según su proce­
dencia o no. Al desaparecer tal obliga­
ción, y no obstante la genérica exhor­
tación legal de procurar plasmarse pre­
ferentemente todo contrato de trabajo
por escrito (art. 70), se iguala en cuan­
to a la prueba del mismo, el contrato
de trabajo, tanto el celebrado a tiempo



indeterminado como el suscrito por

tiempo determinado o fijo, no existien­
do organismo alguno del Estado que
ejerza el debido control y vigilancia so­
bre aquella forma de contratación que
da lugar a arbitrariedades y abusos por
parte de los patronos.
- Se relaja la noción de estabilidad re­
lativa bajo la cual se inspiraba la Ley
Contra Despidos Injustificados, según
la cual, cada trabajador despedido con
o sin causa justificada, imponía al em­
pleador la obligación de sustituirlo por
otro que devengase igual salario, de­
biéndose practicar dicha sustitución
dentro de los 30 días siguientes a la
decisión definitiva que declarara el
despido, o desde el momento del pago
de las prestaciones sociales al trabaja­
dor. La única excepción consagrada en
cuanto a tal sustitución obligatoria te­
rna que ver con la reducción de perso­
nal por razones económicas o técnicas,
razón que, sin embargo, debía ser es­
trictamente vigilada por las Comisio­
nes Tripartitas. Asimismo, a estos or­
ganismos dependientes del Ministerio
del Trabajo, junto con los sindicatos,
les era dada la potestad de vigilar la
relación de empleo de las empresas de
una determinada región.

* En cuanto a las Prestaciones Sociales,
con base en el artículo 128, se establece

la posibilidad de dictarse una ley especial
sobre el régimen relativo a los derechos
patrimoniales del trabajador derivados
de la relación de trabajo y "la organiza­
ción de un sistema a cargo de la Seguri­
dad Social al cual contribuyan patronos
y trabajadores, que ampare a éstos en
caso de cesantfa y los proteja en el retiro,
la vejez o invalidez".
Esta norma fue una de las últimas en ser

incorporadas al Proyecto de Ley, el 22
de noviembre de 1.990, y es el resultado
de la campafia que las agrupaciones em­
presariales desarrollaron en los medios
de comunicación ante la inminente

aprobación de la LOT. Aprovechando
los efectos de tal presión, los promotores
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de la misma accedieron a aceptar la san­
ción y promulgación de la nueva norma­
tiva a cambio de incluir en su seno este

polémico artículo. Dos días antes, el Mi­
nistro del Trabajo introducía ante el
Congreso de la República, el Proyecto
de Ley de Prestaciones Sociales.
El artículo en cuestión, una vez entrada
en vigencia la ley, fue impugnado ante la
eSJ, mediante la' formalización de una

acción popular de insconstitucionalidad
respaldada por 19 organizaciones sindi­
cales y populares entre las cuales se en­
cuentra PROVEA, el 19 de junio de
presente afio. Conjuntamente con dicha
acción, y mientras se verificaba la in­
constitucionalidad invocada, se solicitó
la declaratoria con lugar de un amparo
que proteja el actual régimen de presta­
ciones sociales, contra la amenaza cierta

de ser perjudiéadas las mismas, de apro­
barse el Proyecto de Ley que se discute
actualmente en el Congreso Nacional.
Se sostiene, en la mencionada acción de
inconstitucionalidad, que el Parlamento
por vía del artículo 128 se otorgó así
mismo, la facultad de dictar una ley es­
pecial que regulara el régimen de segu­
ridad social, relaciones y derechos patri­
monia~es consagrados en los artículos
76,85,87,88 Y94 de la Carta Magna,
con la intención de desmejorar la condi­
ción que actualmente gozan los trabaja­
dores. Tal intención entrafia una contra­
dicción con lo establecido en el artículo

85 de la Constitución, que consagra el
carácter de irrenunciabilidad de los de­

rechos que las leyes reconocen en favor
o protección de los trabajadores, con lo
cual se ampararon dichos derechos de
cualquier pretensión que posteriormen­
te a ser adquiridos, se llevase adelante,
aún por parte del órgano legislativo o
bien por el Poder Ejecutivo, para desco­
nocer las conquistas logradas en su favor
por la clase trabajadora.
Por otro lado, los mecanismos constitu­
cionalmente consagrados para la elabo­
ración, reforma, sanción y promulgación
de las leyes orgánicas y las materias que

87



PROVEA Informe Anual Octubre'90-Septiembre'91

éstas regulan,92 son desconocidos por el
artículo 128 de la LOT, que autoriza
erradamente al Congreso Nacional por
vía de una ley especial a entrar a discutir
la modificación del actual régimen de
prestaciones sociales, cuando dicho régi­
men ha sido elevado jerárquicamente al
rango de orgánico; sólo una normativa
legal de tal categoría, podría pretender
su reforma o transformación.

Además, el artículo impugnado introdu­
ce una confusión sobre dos figuras que
han recibido en nuestro país un trata­
miento jurídico e histórico autónomo:
las prestaciones sociales y la Seguridad
Social, figuras éstas que la propia Cons­
titución consagra en dos artículos sepa­
rados e independientes: las primeras en
el artículo 88, destinadas a indemnizar al

trabajador cuando deja de prestar sus
labores y que pretende igualmente ate­
nuar los efectos de la cesantía que sigue
normalmente a la terminación de la re­

lación de trabajo; y las segundas, recogi­
das en el artículo 94, que denotan un
sistema integral de instituciones a cargo
del Estado, que ha de amparar a toda la
población, y que paradójicamente según
el artículo 4 de la Ley Orgánica del Tra­
bajo deben ser reguladas por un instru­
mento especial.

B) Reglamento que regula los contratos

colectivos de los empleados públicos
Venezuela es signataria del Convenio N° 98

de la OIT que reconoce a los empleados de
la Administración Pública, dada la peculiari­
dad de su caso, regular sus condiciones de
trabajo mediante la contratación colectiva.
Sin embargo, y a pesar de la existencia de tal
instrumento internacional, de su ratificación

por nuestro país y de ser, por tanto, ley inter­
na, el Estado se había negado a asumir el
derecho de sus empleados y funcionarios a la
contratación colectiva.

Las discusiones parlamentarias efectuadas
con moiivo del Proyecto de LOT en el último
trimestre de 1.990, permitieron poner a la luz

92 Constitución de la Rep1Íblicade Venezuela, artículo 163.
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pública la situación laboral de los empleados
públicos. Estos, junto con sus organizaciones
sindicales, emprendieron un sin fin de movi­
lizaciones y de presiones, tanto ante el mismo
Congreso Nacional como hacia el interior de
la Administración, exigiendo su incorpora­
ción al ámbito de la LOTque les asegurase
el reconocimiento definitivo y el ejercicio de
sus derechos laborales por afios desconoci­
dos. La propuesta presentada por el Ejecuti­
vo Nacional consistía en realizar reformas a

la Ley de Carrera Administrativa, de tal mo­
do que se incorporaran a su cuerpo las peti­
ciones reclamadas.

Más pudo, sin embargo, la presión de los
empleados y terminaron conquistando su
status como trabajadores, logrando su inclu­
sión en la LOT a través del artículo 8, el cual

dispone que los funcionarios y empleados
públicos gozarán de los beneficios acordados
en la nueva normativa legal, la que a su vez,
seguirá regulando lo concerniente al ingreso,
ascenso, traslado, etc. El mismo artículo con­
sagra que ''Los funcionarios o empleados pú­
blicos que desempeñen cargos de carrera, ten­
drán el derecho a la negociación colectiva, a
la solución pac(jica de los conflictos y a la
huelga, de conformidad con lo previsto en el
Título VI de esta Ley, en cuanto sea compati­
ble con la índole de los servicios que prestan
y con las exigencias de laAdministración Pú­
blica".

En contra de esta histórica conquista de los
funcionarios y empleados públicos, el Presi­
dente de la República mediante el Decreto
N° 1.599, de fecha 26 de Junio de este afio,
dictaba el Reglamento Parcial de la LOT
para Negociar las Convenciones Colectivas
de Trabajo de los Funcionarios o Empleados
al Servicio de la Administración Pública Na­

cional. Dicho Reglamento a los pocos días de
su publicación en la Gaceta Oficial, fue igual­
mente impugnado por ante la Corte Supre­
ma de Justicia por un conjunto de organiza­
ciones sindicales y populares, a la cual se
adhirió PROVEA, materializada en una ac­
ción popular de inconstitucionalidad y, sub­
sidiariamente, un Recurso de Nulidad por



Ilegalidad, por considerar que el Reglamen­
to adolecía de dichos vicios. La acción inten­

tada ante el máximo tribunal del país consta
de cuatro capítulos. A continuación citamos
los aspectos más importantes de la mencio­
nada Acción.93

En primer lugar, se afirma que el artículo 1
del Reglamento en cuestión pretende desco­
nocer la voluntad del constituyente plasmado
en el art. 90 de la Constitución, "orientada a

reservar al Poder Legislativo la facultad de
establecer el marco jurídico regulador de las
negociaciones colectivas de trabajo y la solu­
ción pactjica de los conflictos laborales". Esta
materia queda reservada al Congreso, que
sólo por ley podrá establecer la normativa
correspondiente.
"Mal podría interpretarse", sobre la base del
art. 13 de la LOT, que el Ejecutivo Nacional
''pueda usurpar la competencia legislativa sin
quebrantar elEstado de Derecho. No sepuede
en ningún caso dictar reglamentos que cons­
tituyan tanto desde el punto de vista sustan­
cia~ como materia~ nuevas leyes disfrazadas
de reglamentos que regirá la celebración y
negociación de las convenciones colectivas de

trabajo, de los funcionarios o empleados
que desempeñen cargos de carrera al ser­
vicio de la Administración Pública Na­
cionar'.

El texto reglamentario no puede, como en
efecto ocurre, ir más allá de lo que legisla
dicho artículo, ya que éste "...remite a lo que
establece el T(tulo VII de la Ley en todo lo
relativo a la negociación colectiva, a la solu­
ción espectjica de los conflictos y a la huelga
de los funcionarios o empleados públicos que
desempeñen cargos de carrera..."
El Reglamento en su art. 2, en segundo tér­
mino, entra en colisión con el art. 91, que
reconoce el derecho a la organización sindi­
cal, a la mejor realización de las funciones de
los sindicatos y al ejercicio de los derechos de
sus miembros, así como la protección a los
promotores y miembros directivos de sindi­
catos de trabajadores mediante el fuero sin­
dical. Por vía de dicho artículo del Regla-
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mento "condiciona a priori la negociación

colectiva de trabajo al someterla a los criterios
técnicos y financieros unilateral y exclusiva­
mente dictados por el Ejecutivo Nacional". El
sujetamiento de las negociaciones a dichos
criterios, "limita la función del sindicato al
extremo que incluso pudiese llegar aproducir­
se por esta vea, la ausencia de la negocia-

'¡ "cwn...

De igual modo, el art. 5 impone "que en la
negociación colectiva sólo participará el sin­
dicato que represente la mayoría absoluta de
los funcionarios o empleados de carrera" lo
cual supone una flagrante violación constitu­
cional. Ello se traduce en la imposibilidad
"por los sindicatos que no representan a la
mayoría absoluta, para negociar colectiva­
mente", y hasta la paradójica situación de
"que ninguna de las organizaciones sindicales
representen efectivamente la mayoría absolu­
ta, por lo cual podría ser llamada a negociar
colectivamente y en consecuencia no habría
negociación".
Por otro lado, la Procuradoría General de la
República recibe por el texto reglamentario,
competencias y atribuciones que ni la Cons­
titución ni su respectiva Ley Orgánica le han
otorgado. En tal sentido, "elsometimiento de
la negociación a la voluntad unilateral del
Procurador en cuanto a la sede para la discu­
sión de la negociación, en cuanto a las opor­
tunidades para discutir la negociación, en
cuanto a la aprobación de los acuerdos
de las discusiones y, en cuanto a la remi­
sión del proyecto de negociación a CORDl­
PLAN, constituye una transgresión al
principio de legalidad administrativa. .."
Más aún, el Decreto que reglamente el artí­
culo 8 de la LOT, adolece de ilegalidad en
cuanto a las formalidades para su entrada en
vigencia. En efecto, de conformidad con lo
pautado en el art. 22 de la LOT "Los Decre­
tos que dicte el Ejecutivo Nacion~ de confor­
midad con lo previsto en el arto 13 Y 138 de
ésta Ley, deberán someterse a la considera­
ción de las Cámaras en sesión conjunta o de
la Comisión Delegada, dentro de los cinco

93 Las citas que se reproducen a continuación son tomadas de la Acción Popular de inconstitucionalidad, introducida el
21.07.91 ante la CSJ
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días siguientes a la publicación. .."; violando
tal norma legal, el Reglamento Parcial no ha
sido sometido a la consideración del Congre­

so por lo que se evidencia su ilegalidad.

C) Proyecto de Ley sobre
Prestaciones Sociales y Fondos de Retiro
Una vez promulgada la Ley Orgánica del
Trabajo, inmediatamente la escena política,
laboral y productiva del país ha estado copa­
da con el polémico debate en torno a la ne­
cesidad de conservar o reformar el régimen

de prestaciones sociales que hasta el presente
ha beneficiado constitucional y legalmente a

los trabajadores.
El Proyecto de Ley presentado por el Ejecu­
tivo Nacional y avalado por FEDECAMA­
RAS, plantea en líneas generales:

* La liquidación anual de la prestación de
antiguedad, correspondiéndole al traba­
jador el equivalente a un mes del último
salario devengado por el alío de servicio
respectivo;

* Esta prestación se encontrará sujeta a
las siguientes reglas:

- Un 50% será obligatoriamente colo­
cado en fideicomisos individuales;

- El 50% restante será entregado al
trabajador, quien libremente podrá
optar entre destinarlo al fideicomiso
individual, o enviarlo al fondo de reti­
ro, o bien, disponer de esa cantidad
para sus gastos;
- Los rendimientos líquidos generados
por las sumas en fideicomiso podrán
ser capitalizadas o entregados periódi­
camente al trabajador de acuerdo a la
modalidad del fideicomiso suscrito.

* Adicionalmente se crea una Prima por
Antiguedad, que implica el pago de un
día del último salario normal devenga­

do, multiplicado por el número de afios
de servicios ininterrumpidos. Para el cál­
culo de lo que ha de corresponderle al
trabajador por esta prima, se habrá de
tomar en cuenta el tiempo al servicio del
patrono antes de la entrada en vigencia
de la nueva ley.

* Se establece un reajuste trianual, es de-
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cir, el recálculo de los montos corres­

pondientes a las prestaciones anuales de
antiguedad causadas durante los últi­
mos tres alíos de trabajo ininterrumpi­
dos, calculados sobre la base del último
salario normal devengado en el tercer
afto. A la cantidad obtenida, habrá de

restarse por el patrono las sumas ya can­
celadas de las prestaciones de los dos
primeros alíos.

* Se coloca para el pago de la prestación
de antiguedad el límite de tres alíos. La
terminación de la relación de trabajo por
despido injustificado o retiro justificado,
imponen al patrono la obligación de pa­
gar al trabajador una doble indemniza­
ción, a la cual en el caso de haber trans­
currido tres alíos, se tendrá que deducir

el pago sencillo de las prestaciones can­
celadas en los alíos anteriores.

* Se crea un Sistema de Pensiones de Ju­

bilación, Invalidez y Sobrevivencia, a tra­
vés de Fondos de Retiro, cuya gestión
estará a cargo de Administradoras de
Fondos de Retiro, bajo el sistema de
cuentas individuales de capitalización.
El trabajador queda afiliado automáti­
camente al sistema si inicia su relación

de trabajo a partir de la entrada en vi­
gencia de la nueva ley; igualmente, se les
aplica a aquellos que prestando sus ser­
vicios antes de tal vigencia, manifiesten
su adhesión dentro de los tres primeros
alíos, o que una vez trascurrido dicho
tiempo, no hubieren manifestado expre­
samente su voluntad de proseguir con el
régimen actualmente estatuido.
El patrimonio de los Fondos estará inte­
grado por:

- un aporte inicial y obligatorio a cargo
del patrono equivalente al 25% del de­
recho de antiguedad del trabajador,
existentes hasta el momento de entra­

da en vigencia la Ley, y aún cuando el
patrono hubiere cancelado las presta­
ciones al trabajador respectivo;
- un aporte periódico, mensual y obli­
gatorio, no menor del 10% del salario
de base devengado por el trabajador



en tal período y por cargo del patrono.
- los aportes voluntarios del patrono o
del trabajador hechos directamente al
Fondo de Jubilación, o destinados a la
compra de pólizas de sobrevivencia o
invalidez, adquiridas a través· de las
Administradoras de Fondos;
- las cotizaciones acumuladas en favor

del trabajador en otros fondos de jubi­
laciones;
- los aportes del Fisco Nacional a los
trabajadores que se encuentren dentro
de los supuestos de los artículos 27 y 28
de la Ley del Seguro Social.
En todo caso, las cantidades deposita­
das en los Fondos de Retiro no estarán

a disposición del trabajador salvo en
los casos de jubilación, invalidez o en­
fermedad permanente.

* Las Administradoras de los Fondos ten­
drán la forma de las sociedades anóni­

mas; su objeto es administrar los fondos
de retiro, otorgar y administrar pensio­
nes y los beneficios obtenidos. Serán vi­
giladas y controladas por una Superin­
tendencia creada por la ley, y para su
constitución requerirá de un capital ini­
cial mínimo de un millón de bolívares.

* En cuanto al régimen transitorio, se es­
tablece en el artículo 50, que el trabaja­
dor cuyo contrato de trabajo continuara
vigente para el momento de entrar en
vigencia la nueva ley, tiene derecho a las
prestaciones sociales, con sus intereses,
calculadas sobre la base de la LOT, o de
los contratos individuales o colectivos a

los que se encontraren sometidos.
*

El patrono estará obligado a cancelarias
en un plazo diferenciado según la anti­
gtiedad de cada trabajador, pero que en
el mayor de los casos no pasará de 5
afíos. Las cantidades adeudadas serán

pagadas por el patrono mediante un de­
pósito en cuentas correspondientes al
fideicomiso individual o al Fondo de Re-
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tiro, a libre opción de1.trabajador.

Impugnación de los trabajadores:
Inconstitucionalidades y efectos del
Proyecto de Ley de Prestaciones Sociales

A lo largo del afío 1991, las organizaciones
sindicales y populares han emprendido una deci­
dida lucha en defensa del actual régimen de pres­
taciones sociales. Destacan dentro de las accio­

nes realizadas, además de la impugnación del
artículo 128 de la LOT, el desarrollo de una
campafía nacional de recolección de firmas con­
tra la discusión y posible aprobación parlamenta­
ria de la nueva normativa legal, consignándose el
pasado 2 de julio ante la Presidencia de la Cá­
mara de Diputados 15 mil firmas. Sumado a ello,
cabe mencionar la realización de innumerables

foros, encuentros de trabajadores y movilizacio­
nes.

PROVEA se ha incorporado a gran parte de
las acciones realizadas, por considerar que la
defensa de las prestaciones sociales es funda­
mental para lograr la efectiva vigencia del dere­
cho al trabajo en Venezuela. Más aún, respalda­
mos la posición adoptada y las iniciativas em­
prendidas, las cuales encuentran plena justifica­
ción en los innumerables y graves vicios de ins­
constitucionalidad e ilegalidad de los cuales se
nalla plagado el Proyecto de Ley propuesto por
el Ejecutivo Nacional, y dentro de los cuales cabe
sefialar:

* Contradice el principio de irrenunciabilidad
de los derechos adquiridos de los trabajado­
res 94, y en virtud del cual, ni aún el Congreso
Nacional por vía legal, puede pretender me­
noscabar y desconocer cualquier régimen ju­
rídico y los derechos en él contenidos, que le
favorezcan y beneficien, ya que dicho régi­
men forma parte del patrimonio de los traba­
jadores.

* El proyecto plantea la eliminación de la lla­
mada retroactividad de las prestaciones so­
ciales, es decir, el trabajador al ser despedido
ya no recibirá una cantidad equivalente a la
multiplicación de su último salario normal
devengado por el número de los afios de
servici095. En el caso de darse el despido

94 Constitución de la República de Venezuela: arto 85; L.G.T. arts. 3y 10
95 LOT, arts. 108 y 146
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de los trabajadores.
* La'enfrada en vigencia de la ley traerá como

efecto directo el abaratamiento de la mano

de obra, toda vez que al carecer de normas
que castiguen loS despidos injustificados, es­
tos aumentarán, generando una alta rotación
en los puestos de trabajo y una tendencia a la
baja de los salarios. A ello se suma, que al
crearse nuevas obligaciones a los empresa­
rios, debiendo "traspasar a los bancos r~cur­
sos que utilizan como capital de trabajo, con
elfin de constituir fideicomisos individuales y
los fondos de pensiones, se reducirá la capa­

cidad para otOl;¡;araumentos de salarios a los
trabajadores" 9 • Con lo cual, se entraría en
contradicción con lo dispuesto en el artículo
87 de la Constitución.

* Al reducirse la estabilidad laboral, los sindi­

catos carecerán de una base de afiliados per­
manentes que dé razón de su capacidad de
presión y permita el ejercicio del derecho a la
sindicalización, restringiéndose la capacidad
de negociación de las organizaciones de tra­
bajadores a través de las contrataciones co­
lectivas, por lo cual, el proyecto de Ley entra
en clara oposición con los derechos colectivos
de los trabajadores reconocidos en los artícu­
los 90 y 91 del texto constitucional.

Contradicciones y
Medias Verdades de los Fondos de Retiro
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injustificado o el retiro justificado, bajo lo
establecido en la actual Ley Orgánica (art.
125), la cantidad que debería recibir el traba­
jador sería el resultado de multiplicar por dos
la suma obtenida anteriormente (indemniza­
ción doble).

* Se atenta contra la finalidad sefialada en el
artículo 88 de la Carta Magna para la figura
de las prestaciones, las cuales tienen por ob­
jeto recompensar la antigiiedad en los servi­
cios prestados por el trabajador y atenuar los
efectos de la cesantía, indemnizando el des­

pido practicado; norma constitucional que
además vincula las prestaciones sociales con
el derecho a la estabilidad en el trabajo, que
viene a ser igualmente perjudicada, ya que el
proyecto en cuestión plantea el abaratamien­
to de los despidos al permitir que la presta­
ción de antigiiedad no exceda de tres afios, es
decir, el proyecto "contempla la indemniza­
ción en caso de despido injustificado o retiro
justificado, pero no establece normas que
tiendan a desestimular los despidos injustifi­
cados" 96. Al ser eliminado el efecto acumu­

lativo de las actuales prestaciones sociales, el

patrono no deberá ninguna indemnización y
cuando lo desee dará por terminada la rela­
ción de trabajo.

* Se pretende concretar en una ley la confusión
introducida por el artículo 128 de la LOT, en
relación a las prestaciones sociales y la Segu-
ridad Social. Si bien en un sentido amplio, las Asumiendo que no son las prestaciones so-
prestaciones se encontrarían subsumidas en ciales equiparables a la seguridad social analiza-
la segunda, el sentido estricto que se corres- mas la propuesta de crear fondos de retiro en-
ponde con el tratamiento dado por los textos contrando que:
normativos en nuestro país, determina que * Se argumenta que el sistema de Seguridad
cada trabajador tiene derecho al pago de sus Social ha colapsado, requiriéndose su urgen-
correspondientes prestaciones sociales al fi- te privatización para asegurar jubilaciones
nalizar su relación de trabajo; siendo respon- "dignas" dentro de un sistema de Seguridad
sabilidad del Estado el desarrollar un eficien- Social "integral", del cual formarían parte los
te sistema de seguridad social que en dinero, . Fondos Complementarios de Retiro y sus
especie o servicios, atienda de modo adecua- correspondientes Administradoras.
do las contingencias de toda la población Se pretende, con ello, desconocer las causas
(incluídos, las viudas y los minusválidos) y no de la crisis que atraviesa actualmente el Sis-
sólo de los trabajadores. Constituye un gra- tema de Seguridad Social:
vísimo sofisma hacer depender parte de la -la morosidad de los empresarios priva-
Seguridad Social de las prestaciones sociales dos y del Estado mismo que alcanza a la

96 Informe de la Comisión Especial del Senado que estudió el Proyecto de Ley de Prestaciones Sociales y Fondos de
Retiro, 4 de Junio de 1991

97 Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa: Remitido, El Nacional, Caracas, mayo 1991
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cantidad de 60 mil millones de bolívares

al Seguro Social y el incumplimiento de
la Ley del Fondo de Jubilaciones por
parte del 60% de los organismos y enti­
dades estatales.

- "los recursos financieros del WSS han
sido destinados a cubrir déficit presu­
puestarios del gobierno y son colocados
en el Banco Central, bajo la figura de
Bonos del Estado a tasas inferiores al

11% nominal, aunado a las bajas tasas
de recancelación de las cantidades factu­
radas,,98"Esto contrasta con el costo del

dinero, que solamente entre enero y abril
del presente año se incrementó en
25%".99

- A la baja recaudación y al menguado
rendimiento del capital depositado, he­
mos de sumar la ineficiencia administra­

tiva y los gastos burocráticos. Sólo "los
gastos administrativos del Instituto repre­
sentan el 25,2% de la recaudación y
18,5% de ingresos del WSS". 100

* Al efectuarse la privatización de un ámbito
de la Seguridad Social, el derecho a dignas
pensiones por retiro, invalidez o sobreviven­
cia se desvincula de la obligación que tiene el
Estado de responder a dichas contingencias,
haciendo depender la satisfación de las mis­
mas de la capacidad monetaria de cada tra­
bajador, sobre la base del individualismo y la
competividad. De esta forma pretende justi­
ficarse el traspaso de esta obligación estatal
a los particulares y la admisión de una dife­
renciación de la calidad de la cobertura de las

pensiones, socavándose los principios de so­
lidaridad colectiva y justicia social sobre los
cuales ha de reposar un auténtico Sistema de
Seguridad Social.

* La Seguridad Social empieza a orientarse
hacia metas lucrativas y especulativas de las
grandes sociedades financieras y asegurado­
ras del país, e incluso internacionales. Ellas
serían las que en definitiva podrían cumplir
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con los requisitos exigidos en la Ley para la
constitución de la Administradoras de Fon­

dos de Retiros. El capital acumulado en los
Fondos será invertido en bonos cero cupón,
mesas de dinero, compra de acciones, etc,
fijándose una tasa máxima de ganancia del
20% a favor de las Administradoras por sus
gestiones. Según el SNTP, las obligaciones
que impodrá la nueva ley, supondrán para el
Estado el pago de 130 mil millones de bolíva­
res. Por su parte, la firma Espiñeira, Sheldon
y Asociados sostiene que los aportes de los
trabajadores se encontrarán por el orden de
los 70 mil millones de bolívares, ya que la
nómina anual de toda la mano de obra del

país es de 700 mil millones. Ello superaría
"todo lo recaudado por el Seguro Social en los
últimos 40 años en el área de las pensiones y
jubilaciones" 101.

* Las obligaciones legales derivadas de la cons­
titución de los Fondos de Retiro, sumadas a
las generadas por la liquidación anual de las
prestaciones y su reajuste trianual, traerán
como consecuencia la descapitalización de la
pequefia y mediana industria, disminuyendo
su ya precaria liquidez y disponibilidad de
capital, siendo lanzad':ls a contratar présta­
mos con la banca a la tasa de interés existente

en el mercado. Se implementaría, de esta
manera, por el camino legal, la reducción
progresiva de la pequeña y mediana indus­
tria, abriéndose paso a un mercado regido
por las leyes de la oferta y la demanda, donde
sólo podrían competir las grandes empresas

privadas nacionales y transnacionales ..
* Los Fondos de Retiro han mostrado sus con­

tradicciones en la práctica misma. La expe­
riencia chilena que sirve de modelo al actual
Proyecto de Ley, se presenta poco alentado­
ra. Si bien en un principio el 76% de la fuerza
de trabajo estaba afiliada a fondos de pen­
sión, de ese porcentaje no cotizaba el 41 %
por encontrarse desempleados o simplemen­
te porque no pagaban las cotizaciones 102.

98 RAUSSEO Xiomara y NalÍa Jiménez: VISión Crítica de una Sociedad Social Insegura, en Estado y Reforma, COPRE,
Caracas, 1990

99 Sindicato Nacional de Trabajadores de la Prensa: Remitido, op. cit
100 RAUSSEO, op. cit
101 Diario de Caracas, 13.06.91
102 Diario de Caracas, 14:02.91
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Estas cifras, desnaturalizan el Sistema de Se­

guridad Social ya que no cumple con el prin­
cipio de universalidad, es decir, que dicho
sistema ha de cubrir a toda la población.
"En la actualidad en Chile existen 13Admi­

nistradoras de Fondos de Retiro (AFR), cuya
propiedad es 55% de capitales extranjeros,
muy ligados a la banca internacionaL La ban­
ca nacional chilena, por mandato lega~ no
puede administrar las AFR Más del 50% de
los Fondos aportados están en manos de 3
AFR".103

* Se desvirtúa el argumento de que los Fondos
de Retiros garantizarán un digna jubilación
al trabajador, cuando éste finalice su contra­

to de trabajo, porque la experiencia de otros .
países ha demostrado que durante la vida

Principales Conflictos Laborales

hábil del trabajor, él mismo, sufre un prome­
dio de interrupciones de hasta 7 afios, con
intérvalos de ausencia de labor efectiva y
eventualmente de no cotización. Esta situa­

ción tiende a agudizarse en el caso de las
mujeres, que se incorporan tardíamente al
trabajo. El tiempo de interrupciones deter­
minaría un período de no cotizaciones y un
rendimiento menguado de los montos depo­
sitados, no llegándose a cubrir siquiera el
salario mínimo, estando la pensión por deba­
jo del último salario. En tal sentido, la CTV
sostiene que "aún en el caso de trabajadores
que coticen 30 años inenterrumpidos al Fon­
do de Jubilaciones, su pensión podrá ser
cuando mucho del 30% del último salario,,104

El nivel de los conflictos laborales se agudizó
en este período como consecuencia del rumbo
de la política económica, sobre todo en sectores
denominados por el actual gobierno como prio­
ritarios para procesos de reconversión o privati­
zación como son los casos de algunas empresas
básicas y de servicios públicos. Esta llamada re­
conversión o privatización ha traído como conse­
cuencia la violación de derechos colectivos a los

trabajadores como son aumento y descontrol de
la estabilidad laboral, mano de obra barata y
subpagada, violación de la contratación colecti­
va, seguridad e higiene dentro de las empresas
casi inexistente, debilitamiento y progresiva de­
saparición de las organizaciones sindicales.

Tales son los casos de la Siderúrgica del Ori­
noca (SIDOR), el INP y los bionalistas que labo­
ran en el IVSS.

A finales de 1990 y principios de 1991, SI­
DOR fue sometida a un plan de reconversión
por parte de la CVG, cuyo principal objetivo en
los primeros momentos fue despedir más de
3.000 trabajadores (estos despidos para los pri­
meros meses de 1.991 estaban por el orden de los
8.000), los cuales, al momento del despido, go­
zarían de un fondo especial de Protección al

103 El Nacional, 13.06.91
104 Diario de Caracas, 14.0291
105 El Nacional, 05.10.90
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Empleo creado con el objeto de disminuir el
impacto social que la desincorporación les aca­
rrearía. Este plan incluye, el equivalente al 80 %
del salario básico que percibe el trabajador al
momento de su desincorporación de SIDOR.
Diversas polémicas y contradiciones se han desa­
rrollado entre las partes involucradas. Para algu­
nos directivos del sindicato SUTISS "la reconver­

sión no puede ser un justificativo para cerrarplan­
tas necesarias en un futuro muy cercano y mucho
menos para 'trasajear' la empresa en varias partes
favoreciendo su adquisición por el sector privado,
como lo exige el informe de Fedecámaras pidien­
do licitación pública para siete plantas de la side­
rúrgica '. Por ello nos oponemos rotundamente a:
- Los despidos de 3.000 trabajadores con la excu­
sa de la creación de un Fondo de Protección al

Empleo que ante la critica situación económica
no cubre ni garantiza totalmente el aspecto so­
cioeconómico del trabajador siderúrgico. - A
creer en la promesa de la gerencia de que todo

trabajador despedido podrá ser empleado en otras

empresas de la CVG cuando paralelamente se
prevee despidos a mediano plazo en Venalum,
Alcasa y Ferrominera,,105. También en opinión
del Movimiento Siderúrgicos Unidos "Están cia-



ras las razones por las cuales de 1989 a 1990, de
repente Sidor está al borde del colapso. Es que el
plan de reconversión presentado no está basado

en las necesidades reales de Sidor y del país, sino
en la aplicación de una estrategia neoliberal que
corresponde a intereses que no son los de la eco­
nomía venezolana. Esta aplicación empieza por
Sidor, pero se orienta a toda la industria del Esta­
do en elpaís". 106

Situación parecida se presentó en el INP en
el cual durante los primeros siete meses del afta
todas las áreas de suministro de servicios pasaron
a ser competencia exclusiva del sector privado y
se produjo la liquidación de más de 10.000 tra­
bajadores entre obreros y empleados del referido
Instituto. "Los recursos para realizar la reestruc­
turación del INp' que alcanzan un monto apro­
ximado a los 10.000 millones de bolívares, fueron
ortogados por el Fondo de Inversiones de Vene­
zuela a través de un préstamo hecho por el Banco
MundiaL De esta manera se ha dado cumplimien­
to a la segunda fase de lo que constituye la priva­
tización o traspaso de las actividades portuarias,
proceso iniciado en febrero de este año y que
consiste en la ejecución de tres aspectos: liquida­
ción del Instituto Nacional de Puertos, privatiza­
ción de las operaciones y transferencia de los
puertos a las gobemaciones".107

Llama la atención en estas dos experiencias
de reconversión y privatización llevadas a cabo
por parte del Ejecutivo en SIDOR y en el INP el
espacio que se le está otorgando al uso de medi­
das paliativas para afrontar el primer impacto del
desempleo, ya sea mediante el pago de presta­
ciones dobles o fondos de "protección" al desem­
pleo; medidas éstas que son aceptadas por los
trabajadores afectados pues suponeq' una con­
siderable suma de dinero, que al menos en el
primer momento crea el espejismo de poder
contar con un capital y ascender en la escala
social incorporándose al sector independiente.

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

te los primeros siete meses del afta la lucha libra­
da por los bionalistas adscritos al IYSS, por el
pago de un bono compensatorio decretado por
el Presidente de la República el 14.12.89, el cual
después de un afta no se había cancelado a todos
los profesionales del IVSS; mantuvo el interés de
la opinión pública. El conflicto se agravó cuando
el Presidente dictó el decreto 1.097 elevando el

sueldo mínimo de los profesionales de la admi­
nistración pública a 17.500 bolívares mensuales,
exigiendo los bionalistas el pago del mismo te­
niendo como respuesta de parte del IVSS una
negativa rotunda alegando que no les correspon­
día y argumentando posteriormente que no dis­
ponían de dinero, pues el Ejecutivo Nacional no
había cubierto la partida presupuestaria respec­
tiva. Todo esto desencadenó en una movilización

masiva de bionalistas, que renunciaron en blo­
que como medida de presión después de haber
agotado las instancias legales y administrativas
para llegar a un acuerdo con las autoridades del
sector. Otra de las exigencias del gremio fue la de
lograr una mejor dotación en los servicios de
bioanálisis para mejor atención al público, así
como objetar la progresiva privatización del sec­
tor salud. El conflicto, tras pasar por varias eta­
pas, logró alcanzar un acuerdo que comprendía
entre otros puntos:

a) La incorporación de todos los bionalistas
a sus labores al día siguiente de firmado el
acuerdo.

b)Respeto a la contratación colectiva y la
homologación salarial de los profesionales
del bioanálisis.

El IVSS, sin embargo, hizo caso omiso del
acuerdo pasando por encima de la Constitución,
las leyes, la Fiscalía General de la República y el
Congreso Nacional (Comisión de Asuntos Socia­
les de Diputados y Comisiones de Salud de am­
bas Cámaras); estos últimos actuaron como me­
diadores para resolver el conflicto. Según de­
nuncias formuladas a PROVEA por el dirigente

Por el contrario en el caso de los bionalistas, del sector, Ciro Yaliente "elWSS pretende acabar
al no contar el Ejecutivo con recursos, ni propios con la contratación colectiva chantajeando y pre-
ni de la banca internacional para ofrecer, la resis- sionando para que estos profesionales acepten la
tencia del sector laboral pudo derrotar la estra- incorporación por la vía individual y que se haga
tegia de reconvertiry privatizar el sector. Duran- una selección de quienes seguirán prestando ser-
106 MOVIMIENTO SIDERURGICOS UNIDOS: Reconversión y Privatización de SIDOR, Análisis y f:onclusiones,

Documento, Ciudad Guayana, noviembre 1990
107 El Nacional, 11.07.91
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vicio al WSS, significando esto en la práctica la
progresiva desaparición del gremio que agrupa un
sector importante con una larga tradición de lu­
cha. Todo parece indicar que para el modelo
neoliberal implantado por el gobierno, la desapa­
rición de aquellos sindicatos y gremios que se
opongan a tales medidas, que vulneran derechos
colectivos de los trabajadores, es un objetivo a
lograr".

Preocupa a PROVEA la forma en que la

Empleo

Durante el segundo semestre de 1990 la tasa

de empleo se ubicó en 59.1 % (sector formal de la
economía), siendo la fuerza laboral de 7 millones
254 mil 717 personas de las cuales 90% estaban
empleadas.

Durante el primer semestre de 1991 el pro­
medio de desempleo en el país se úbico en
10.3%, según cifras de la OCEI, presentándose
un ligero aumento en relación al segundo semes­
tre de 1990 cuando el mismo se ubicó en un
10%.

Entre el primer .semestre de 1990 y el prime­
ro de 1991 la fuerza de trabajo creció en 415.173
personas de las cuales según la OCEI, el 99.1 %
se encuentra trabajando, sin especificar si el cre­
cim.iento se evidenció más para el sector público
o para el sector privado. Los índices de desocu­
pados por región según cifras de la misma OCEI,
indican que en Guayana el desempleoestá en el
orden de 6.9%, en el Zulia en un 8.6% y en los
Andes en un 9.5%. La región Capital, por su
parte, registra el más importante crecimiento del
desempleo: 22.3% con una tendencia hacia el
incremento. Estas últimas cifras son preocupan­
tes pues se trata de las zonas con mayor concen­
tración de población económicamente activa y
del mayor número de empresas,

A nivel de las ramas de la actividad económi­

ca los indicadores de la desocupación se ubicaron
en la Construcción: 21.7%, Industria Manufac­
turera 10.5%, Actividades Agrícolas 5.6%, Ser­
vicios 6.54%, Hidrocarburos 8.1 %, Electricidad,
Gas, Agua 8.6%, mostrándose un descenso con
relación al año anterior. En relación con la parti­
cipación del sector privado y del sector público
en la fuerza de trabajo la OCEI señala que 80.3%
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reestructuración y privatización de empresas y
servicios públicos que son patrimonio de todos,
está violando derechos fundamentales expresa­
dos en la Constitución; la imposición dé políticas
neoliberales que significan la reducción del gasto
social, entrega al empresariado privado y trasna­
cional las empresas y servicios públicos que mo­
vilizan grandes volúmenes de dinero, lo que está
afectando con especial énfasis derechos conquis­
tados por los trabajadores historica y legalmente.

correspondió al primero y 19.7% al segundo lo
cual representaba 20.2% de total de trabajado­
res ocupados.

En el período correspondiente al presente
Informe, PROVEA no ha conocido estudios ni

cifras del empleo en Venezuela realizadas por
fuentes independientes o ajenas al sector guber­
namental, lo que limita al posibilidad de analizar
globalmente el tema del empleo.

El sub-empleo o los denominados
trabajadores de la economía informal

Un aspecto importante a la hora de tomar en
cuenta la situación actual del nivel de empleo de
la población en general, es sin duda alguna el de
los denominados "informales". Este sector está
sujeto a las más variadas labores para poder
sobrevivir y enfrentarse a los embates de lo que
significa el constante crecimiento del desempleo,
como un medio de subsistencia para el grupo
familiar, generalmente con bajos ingresos econó­
micos.

Según datos aportados por la Unidad de
Análisis Económico de FEDECAMARAS, en
base a cifras de la OCEI, "elsector informal de la
economía venezolana creció en 8,4 % entre 1988

y 1990". El estudio en cuestión, asevera que se
produjo "un incremento de la participación del
sector informal en el total de la ocupación de
38,7% al 41,3%" pasando un total de 334.003
personas al sector antes señalado, de 2.328.775
en el segundo semestre de 1988 a 2.692.778
personas en el segundo semestre de 1990. La
distribución de los mismos es la siguiente: servi­
cio doméstico (220.747), trabajadores por cuen­
ta propia no profesionales (1.480.649) y trabaja-



dores de empresas de 4 ó menos personas
(991.382).

Otros elementos que se perciben como críti­
cos en el sector informal es todo lo referente a la

desprotección de la mayoría de estos trabajado­
res, ya que los mismos no gozan de los beneficios
pautados dentro de la legislación venezolana. En
este sentido, compartimos la opinión del investi­
gador Nelson Freitas A. quien afirma que "Estos
ocupados en el sector informal,(' ..) presentan se­
rios problemas como trabajadores: Ingresos muy
bajos, la mayoría por debajo del salario mínimo

Salario

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

oficial; largasjornadas de trabajo, por encima del
tiempo de trabajo establecido por la ley, determi­
nadas por la necesidad de obtener los ingresos
mínimos de subsistencia en mercados altamente

competidos; absoluta desprotección legaly caren­
cia de seguridad social; no recibiendo tanto los
'cuenta propia' como los que trabajan para otros,
los beneficios establecidos en los decretos oficia­
les compensatorios dictados en los últimos años;
represión policial sistemática, sobre todo los que
realizan trabajos ambulantes como los buhone­
ros". 108

"Es indudable que en estos momentos el tra- los productos de la dieta básica diaria y en el
bajador venezolano, y toda la gente que se llama salario mínimo fijado en 6.000 bolívares (100
el pueblo en general, siente que su situación eco- dólares a la cotización del mes de octubre 1.991)
nómica va de mal en peor. Sus esperanzas se para el sector urbano y 4.500 para el sector rural,
encienden ante el anuncio de un decreto de au- mediante decreto dictado por el Ejecutivo Na-
mento salarial, para caer de nuevo en el desespero, cional y que se hizo efectivo a partir del 1 de mayo
la desconfianzay el desconcierto cuando enpocos de 1991. Para el resto de los trabajadores el
meses observa que 'su aumento se disuelve como mismo decreto estableció 21 % de incremento
la sal en el agua: para venir a encontrarse en la para los que devenguen menos de 20 mil bolíva-
misma situación de ahogo.,,109 res mensuales, 19% para los que obtengan suel-

Sin duda que esta afirmación se ajusta a la dos superiores a 20 mil bolívares y un 17% para
realidad de estos dos primeros afios de ajustes los que perciban un ingreso superior a los 30 mil
económicos. Venezuela en décadas anteriores se bolívares mensuales, quedando fuera de estos
había caracterizado por mantener indices de in- aumentos los amparados por contratación colec-
flación mínimos y una moneda fuerte, producto tiva y los empleados públicos que ya habían per-
del flujo de dinero proveniente de la renta petro- cibido aumentos de salario meses anteriores a la
lera. En ese sentido "La inflación era un concepto promulgación del decreto No. 1678. Es de hacer
casi desconocido. Ahora todo el mundo sabe que notar las contradiciones que se presentaron an-
inflación es un aumento acelerado de los precios, tes de la puesta en vigencia del decreto, pues el
más científicamente: un alza mantenida del pro- mismo tenía que ser ratificado por el Poder Le-
medio de los precios de los bienes y servicios, que gislativo tal como lo demanda el artículo 22 de la
se expresa también en una pérdida del valor ad- LOT. Los congresantes refutaron la propuesta
quisitivo de la moneda. Para el trabajador, infla- de aumento salarial del Ejecutivo por "conside-
ción se traduce en lapérdida del valor adquisitivo rar que no llenaban las aspiraciones mínimas de
de su salario en el mercado. Por eso se ve obli- los trabajadores, por ser muy bajo y por ser irriso-
gado a distinguir entre el salario nominal que rio". 111 En síntesis, la CTV, vió frustrada sus

cobra 1c el salario real que tiene en las ma- expectativas de que el Congreso Nacional apro-
nos".1 o bara una ley de "Compensación Salarial" presen-

Esta realidad se refleja en los altos costos de tada por ellos, donde los aumentos oscilarían
108 FREITAS, Nelson: La Organización de los Trabajadores Infonnales en Venezuela. Las Relaciones de Trabajo en los

Noventa, Desafíos y Propuestas, Ildis, FACES, UCV

109 URQUILO, José. G: La Disciplina de los Relaciones Industriales y el Problema de la Inflación y /os Sueldos en Las
Relaciones de Trabajo en los Noventas, Desafíos y propuestas. Ildis, FACES, UCV -

110 URQUILLO, José G. op. cit
111 El Nacional, 04.07.91
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entre un 65 y 25 por ciento, ubicándose el salario
mínimo para el sector urbano y rural en 10 mil y
8 mil bolívares respectivamente, que PROVEA
consideraba más ajustada a las necesidades de
los trabajadores.

Otro elemento a considerar es el grado de
desvalorización del salario, según un estudio
efectuado por el economista Asdrúbal Baptista,
investigador del Instituto de Estudio Superiores
de Administración (IESA), "elsalario real actual

B.5 Derecho a la Tierra

estápor debajo del observado en 1950,( ...) la tasa
de ese indicador salario es inferior en un 50,2%
relacionado con su nivel histórico máximo, ubi­

cado en la década del 70,,;11210que demuestra
que el salario real es la principal variable de
ajuste de las políticas económicas implementa­
das en la actualidad. Esto cobra dramática gra­
vedad, cuando detrás de las frías cifras están las
familias de carne y hueso que ven restringido su
nivel de vida a la mera subsistencia.

El Estado pro penderá a mejorar las condiciones de vida de la población campesina.
Arnculo 77 de la Constitución de la República de Venezuela

El régimen latifundista es contrario al interés social. La ley dispondrá lo conducente a
su eliminación, y establecerá nonnas encaminadas a dotar de tie"a a los campesinos y
trabajadores rurales que carezcan de ella, así como a proveerlos de los medios necesarios
para hacerla producir.

Arnculo 105 de la Constitución de la República de Venezuela

La legislación agraria y su aplicación

En noviembre de 1990, así como en febrero y
abril de 1991 se registraron protestas campesinas
por la continua aplicación del Instructivo N° 5 del
13.01.83 sobre1nstrucciones a los Gobemadores

sobre Invasiones de Fundos y Predios Rústicos,
cuyas imprecisiones había denunciado PRO­
VEA en anteriores ocasiones ante los organis­
mos competentes,113 por dar pie a un gran nú­
mero de abusos en el campo.

El 25.10.89, el gabinete ejecutivo había apro­
bado un nuevo instructivo (conocido como Ins­
tructivoN° 10), que corrige al menos parcial­
mente las deficiencias del anterior. El Instructivo

N° 10 elimina la aplicación de la Ley sobre Vagos
y Maleantes como medida contra supuestos "in­
vasores", pero sigue dejando en manos de auto­
ridades administrativas decisiones que deberían
ser de exclusiva competencia de los órganos ju­
risdiccionales.

El poco interés en la situación de la tenencia
de la tierra se refleja en dos hechos: (a) el nuevo
Instructivo ordena al Instituto Agrario Nacional
(IAN) realizar en el plazo de un afio el inventario

112 El Nacional, 10.02.91
113 PROVEA: Informe Anual 1989-90,págs. 64-65
114 El Naciona~ 19.03.91

98

de las tierras adscritas a su patrimonio, retoman­
do la intención del Decreto N° 350 del 20.08.74

(durante la anterior presidencia de Pérez); hasta
el momento, sin embargo, dicho catastro no se
ha concluido; (b) pese a que el Instructivo N° 10
está fechado el 25.10.89, sólo fue publicado en la
Gaceta Oficial un año y medio más tarde, con lo
cual sólo hasta entonces se convirtió en texto

legal. Es así como al momento de preparar este
Informe se sigue haciendo uso del derogado Ins­
tructivo N° 5 Y se continúan registrando protes­
tas campesinas contra el mismo, mientras el JAN
no cuenta con un catastro preciso de las tierras
que le fueron confiadas por el Estado para el
proceso de Reforma Agraria.

Según la Federación Nacional Campesina
(FEDENACA), para 1958 el 1,5% de los propie­
tarios controlaban el 78,6% de las tierras produc­
tivas; a 31 aftos de iniciada la Reforma Agraria la
mayor parte de las tierras todavía se concentran
en manos del 1,7% de los grandes propieta­
riosY4

En el curso del presente afta se comenzaron
a adelantar diferentes iniciativas que tendrían



La propiedad de la tierra

por objeto la actualización de la legislación rela­
tivaal sector rural. Sin embargo, PROVEAcom­
parte las preocupaciones expresadas por dirigen­
tes agrarios en torno a estos proyectos, ya que los
mismos no sólo adolecen de graves fallas en lo
que se refiere a la técnica legislativa, sino que
además no han sido sometidos a un proceso
amplio de consulta con el sector campesino, con
lo cual se corre el riesgo de que, lejos de mejorar
las deficiencias de la actual legislación, terminen
por revertirse los limitados logros alcanzados
hasta ahora.

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

-producirse un "27 de febrero agrario".
La violencia en el campo está alcanzando

dimensiones altamente preocupantes, ya que la
jnoperancia de los órganos jurisdiccionales y las
arbitrariedades de las autoridades administrati­

vas está llevando en algunas zonas, tanto a cam­
pesinos como a terratenientes, a armarse en de­
fensa de lo que ambos consideran sus legítimos
derechos.

En algunos estados la actitud asumida por la
GN, lejos de contribuir a mantener el orden, se
está convirtiendo en una de las principales fuen­
tes de tensión. El caso más dramático es quizás
el del Edo. Barinas, donde el Comandante Re-

Considerado por los agraristas como el dere- gional de la GN, Rodríguez Cazorla comenzó a
cho humano fundamental del campesino,115 el asumir atribuciones propias de los órganos juris-
problema de la propiedad de la tierra se convier- diccionales.
te día a día en la principal fuente de conflicto en En enero de 1991 circuló la noticia de que el
el campo. Durante el período cubierto por este citado funcionario había sido destituido debido a
Informe, PROVEA tuvo conocimiento de 53 las denuncias sobre el comportamiento de las
conflictos por tenencia de la tierra, afectando a FAC en el manejo de los conflictos de tierras en
más de 7.000 familias campesinas. Estas cifras la región; sin embargo, al momento de preparar
incluyen solamente aquellos conflictos signados este Informe, el Comandante continúa en su
por hechos violentos, confrontaciones, amenazas cargo, mientras el campesinado barinés sigue
y/o amedrentamientos, sin contar el caso de Los sufriendo los efectos de las acciones de fuerza

Cañizos-Palo Quemao (Edo. Yaracuy), que se realizadas por la GN. Por otra parte, los campe-
viene arrastrando desde hace ya varios años. Los sinos se sienten cada vez más temerosos de de-
conflictos registrados durante el período tuvie- nunciar estos hechos, ya que desde 1990 el Co-
ron lugar en 17 de los 20 estados del país, siendo mandante anunció que solicitaría fuese procesa-
Barinas y Zulia los que presentan un mayor nú- do penalmente quién emitiera declaraciones que
mero de confrontaciones. él considerase ofensivas al decoro militar; en

Cabe señalar que en al menos 7 casos los efecto, en enero de 1991 el citado funcionario
desalojos pasaron por encima de amparos agra- solicita al Ministerio Público el enjuiciamiento de
rios acordados por los tribunales competentes. Carlos ARCHILA, asesor jurídico de la Federa-
En la mayoría de los 53 casos registrados, se tuvo ción Campesina, quien había denunciado su-
conocimiento de acciones de fuerza por parte de - puestos atropellos de la GN contra el campesina-
la GN, en ocasiones por órdenes del Ejecutivo do barinés.
regional, pero también -y lo que es más grave- en El conflicto que mantienen desde hace ya
apoyo a iniciativas de terratenientes locales. varios años los campesinos de Los Cañizos-Palo

En una marcha campesina realizada en abril Quemao, siguió siendo motivo de preocupación
y que congregó en Caracas a trabajadores del para PROVEA en este período. La constante
campo provenientes de los diferentes estados del presión ejercida por los cañiceros sobre las auto-
país, los dirigentes agrarios entregaron un exten- ridades dió lugar a que, en febrero de 1991, el
so documento a las máximas autoridades de los Presidente de la República creara una comisión
poderes Legislativo y Judicial, en el que advierten de alto nivel encargada de estudiar la situación y

que, de no tomarse medidas inmediatas en torno formular proposiciones en un plazo de 15 días.
al problema de la tenencia de la tierra, podría Como resultado de dicho estudio, a mediados de
115 DUQUE CORREDOR, Román: La Tu/e/<¡Jurisdiccional de los Derechos Humanos en el campo del Derecho Agrario,

en AA VV: Derecho Agrario y Derechos Humanos, Instituto Intéramericano de Derechos HumanoslUniversidad de
Lima, Cultural Cuzco Edtt, LIma, 1988.
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marzo el Presidente ordenó la expropiación de
2.100 has, declarando a Los Cafíizos "zona de

desarrollo agrario integral"; sin embargo, hasta el
presente no se ha hecho efectiva la decisión y en
los meses siguientes se recrudecieron los atrope­
llos, aplicando desalojos violentos y forjamiento
de expedientes a campesinos. El 14.07.91, trece
de los 100 campesinos que ocupaban la finca
Fatmy fueron detenidos, alegando violación de
un amparo introducido por uno de los terrate­
nientes; muchos, incluyendo a una mujer emba­
razada, resultaron lesionados. Dos días más tar­
de otros dos cafíiceros fueron detenidos; los au­

tos de detención fueron expedidos por un juez
accidental, nueve días después de haber sido
ejecutados. Aunque todos fueron dejados en
libertad días más tarde, la situación de tensión y
atropellos en la región continúa.

En febrero de este afío circularon informa­

ciones según las cuales los cafíiceros habrían sido
atacados con agente naranja, un gas altamente
tóxico cuyo uso ha sido proscrito por las Nacio­
nes Unidas. La noticia causó revuelo en Europa
y EEUU; tras realizar varias consultas, PRO­
VEA llegó a la conclusión de que dicho gas no
había sido utilizado contra los cafíiceros, aunque
sí se determinó que, tal como ha sido el caso en
anteriores ocasiones, los pobladores de Los Ca­
fíizos fueron sometidos a rociadas aéreas con

plaguicidas, lo cual provocó asfixias, vómitos y
erupciones en la piel, especialmente en los ni­
ños.

Función social de la propiedad

Gran parte de los conflictos de tierra regis­
trados durante el período se desarrollaron en
torno a terrenos que habían permanecido ocio­
sos durante largo tiempo, o donde los campesi­
nos se encontraban en situación de posesión, por
haber ocupado y trabajado la tierra durante más
de un afta sin que sus supuestos propietarios
hicieran reclamo alguno. También se registraron
varios casos en los que nuevos propietarios blo­
quearon pasos de servidumbre que han sido tra­
dicionalmente utilizados por los campesinos. En
al menos dos casos en el Edo. Barinas, la GN
apoyó a los propietarios en la obstrucción de
dichos caminos.

La Comisión de Derechos Humanos de Ba­

rinas ha venido acompaftando a los campesinos
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de Sta. Bárbara, afectados por el cierre de un
paso de servidumbre por parte del nuevo propie­
tario de una finca, un oficial retirado de la GN.

Actualmente el caso está siendo estudiado por la
Procuraduría Agraria.

En febrero, 140 familias que habían organi­
zado un comité de tierras para ocupar el Hato
San Diego CEdo. Portuguesa), abandonado por
su propietario el narcotraficante Toni Canavés,
prófugo de la justicia, fueron violentamente de­
salojadas por efectivos de la GN, con el apoyo de
paramilitares; ocho campesinos fueron deteni­
dos y se procedió a la quema de sus viviendas y
sembradíos, en lo que constituye un ejemplo
emblemático del concepto "defunción social de
la propiedad" que manejan las autoridades.

La destrucción de sembradíos es una prácti­
ca frecuente en los desalojos campesinos, con la
cual no sólo se atropella al trabajador del campo,
sino que se desconoce la función social de la
propiedad, función ésta cuyo indicador má<¡evi­
dente es el convertir tierras ociosas en producti­
vas.

Otro elemento que pone en tela de juicio el
manejo que hacen las autoridades del concepto
de función social de la propiedad, lo constituye la
venta y reventa de tierras agrícolas por parte de
grandes propietarios. En el caso de Los Cafíizos,
por ejemplo, si bien la medida presidencial inten­
tó poner fin a un largo y dramático conflicto, en
la práctica constituye una operación de recom­
pra por parte del Estado, ya que las tierras ahora
expropiadas ya lo habían sido en 1965, con lo cual
el Estado está comprando dos veces el mismo
terreno, debido a la inoperancia del JAN para
hacer valer su autoridad frente a los grandes
latifundistas.

Una situación similar se presentó en Liber­
tad CEdo. Barinas), donde en marzo del presente
afta un grupo de ganaderos de la zona ofrecieron
vender parte de sus tierras para fines de la Re­
forma Agraria, con la condición de que después
cesaran las invasiones; en Aragua las autoridades
regionales reiteraron denuncias según las cuales
el JAN habría vendido más de 2 millones de

metros cuadrados, con ganancias superiores a los
105 millones de bolívares. Estos hechos eviden­

cian que, lejos de cumplir con la función social
prevista en la Constitución, las tierras campesi­
nas se están convirtiendo en una fuente de espe-



culación y enriquecimiento, tanto para los gran­
des propietarios como para el IAN.

El derecho a un
trabajo productivo y estable

Durante la Segunda Asamblea Regional
Campesina, ASORCA presentó un documento
en el cual expresaba la incertidumbre que en­
frenta el campesino: "La agricultura venezolana
atraviesa una de sus más difíciles etapas ante las
medidas económicas del Presidente Carlos An­

drés Pérez signadas por el aumento intempestivo
de losprecios de los insumos y un lento crecimien­
to del valor de las cosechas, lo que coloca al sector
agrícola en una situación de constante deseapita­
lización y deterioro que predice el oscuro sendero
de su ruina, fundamentalmente para los pequeños
y medianos productores". 116

La eliminación de los sistemas que durante
alías facilitaron la obtención de crédito agrario,
es uno de los factores que más amenaza la esta­
bilidad y productividad del trabajador campesi­
no. A la eliminación de Bandagro, se suma ahora
la suspensión de las funciones crediticias de los
fondos del café y el cacao.

La VII Asamblea de la Federación de Coo­

perativas de Caficultores de Venezuela (FECA­
VEN) advirtió en octubre de 1990 que la liqui­
dación de FONCAFE, preparada siguiendo las
directrices impuestas por el FMI, elimina las
fuentes de financiamiento para una parte del
sector campesino; puntualizó que el fracaso de
FONCAFE no obedece a fallas de los caficulto­

res en el pago oportuno de los créditos, sino a la
mala administración del fondo por parte del Es­
tado.

Mientras desaparecen las escasas fuentes
crediticias de las que podía disponer el campesi­
no, el dirigente de Acción Democrática, Carlos
Casanova, manifestó su preocupación por el he­
cho de que la Ley de Crédito Agrario se encuen­
tra todavía en estudio después de 10 alías y
ratificó que el crédito agrario es un derecho del
campesino y que no puede ser manejado como
una dádiva del Estado.

Según el Pdte. de la Asociación Nacional de
Cultivadores de Algodón el abandono del Esta-
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do al trabajador del campo y la inseguridad que
éste enfrenta, llevará este alío a cu brir el déficit
de producción mediante la importación del 94%
del aceite comestible; igualmente se estima que
la producción local de oleaginosas, algodón se
reducirá a tan solo una quinta parte de lo cose­
chado el alío pasado. Similares reducciones se
esperan en la producción de la rama agropecua­
ria, todo lo cual tendrá efectos negativos en el
bolsillo del consumidor.

El derecho a la organización
asociativa de las explotaciones agrarias

Si bien es cierto que en ocasiones los comités
de tierras son alentados por especuladores con el
objeto de estimular tomas con fines políticos o
económicos, no cabe duda de que tal situación
corresponde más a la excepción que a la regla.
Durante el período cubierto por este Informe
PROVEA conoció de al menos nueve casos en

los que los comités de tierras y otras organizacio­
nes campesinas fueron víctimas de diversas agre­
siones, incluyendo desalojos, detenciones y aper­
tura de procesos penales. En esta misma sección
ya hemos reselíado el caso de Carlos Archila
(Edo. Barinas) y Hato San Diego (Edo. Portu­
guesa).

En algunos casos la politización de las orga­
nizaciones campesinas ha comenzado a generar
el rechazo de la población rural; en julio fue
constituída la Asociación Regional Campesina y
Vecinal de Yaracuy, como resultado de una re­
flexión sobre el deterioro y politización de otras
organizaciones. Otras asociaciones regionales y
nacionales siguen fortaleciendo su membrecía,
sin embargo, todavía no son considerados como
interlocutores válidos por parte del Estado, sien­
do la Federación Campesina de Venezuela el
único vocero oficialmente reconocido.

Medio ambiente y explotación
de los recursos naturales renovables

El uso de herbicidas y plaguicidas como me­
dida de presión contra supuestos "invasores" por
parte de terratenientes, bajo la mirada indiferen­
te de las autoridades, continua provocando gra-

116 NOVOA. Néstor: La Crisis de la Agricultura en Barinas. II Asamblea Regional Campesina, ASORCA-Barinas, mimeo,
sif
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ves dafios ambientales en diversas zonas\del país.
Por otra parte, la explotación incontrolada de

las reservas forestales a manos del sector made­

rero ha provocado considerables deforestacio­
nes que afectan particularmente a las reservas de
Ticoporo -reducida a un tercio del área original-,
Caparo, Turén y San Camilo, en abierta violación
del art. 122 de la Ley de Reforma Agraria por
parte de entes privados que actúan bajo el patro­
cinio del Estado.

A veces es el mismo EStado quien provoca
directamente los dafios ecológicos, como es el
caso de la zona de Caruao (Edo. Miranda), don­
de según denuncia formulada por pobladores de
la zona en abril del presente afío, el Ministerio
de Agricultura y Cria (MAC) realiza talas indis­
criminadas, afectando la hidrografía de la re­
gión.

Seguridad social y condiciones de vida

Según declaraciones suministradas por el se-

cretario de organización de la FCV, seccional
Táchira, el 70% de los objetivos de la Reforma
Agraria no se han cumplido, especialmente en las
áreas de vivienda, vías de comunicación, escuelas
y dispensarios médicos.

Así mismo, el agrarista carabobefio Nelson
Jesús Rojas, afirma que los programas sociales
destinados a favorecer a los sectores más despo­
seídos, tales como la beca alimentaria, la beca

láctea, el bono de cereales y el programa de
uniformes escolares no han llegado al sector
campesino, y que la vivienda rural se distribuye
mayoritariamente en municipios urbanos.

Cabe destacar que durante el presente perío­
do PROVEA tuvo conocimiento de al menos

dos casos en los que se obstaculizó la construc­
ción de escuelas en zonas rurales, por parte de
terratenientes que actuaron con el apoyo de la
GN, como medida de presión en zonas en las que
existen conflictos de tierras.

B.6 Derecho de los Pueblos Indios
Los pueblos interesados deberán tener protección contra la violación de sus derechos, y

poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien por conducto de sus
organismos representativos, para asegurar el respeto efectivo de tales derechos. Deberán
tomarse medidas para garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan compren­
der y hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles si fuera necesario
intérpretes u otros medios eficaces.

Art{culo 12, Convenio 169 de la OIT sobre

Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes

Los pueblos indígenas en Venezuela

En el país, ségún afirma el Consejo Nacional
Indio de Venezuela (CONIVE) existen 27 pue­
blos indígenas diferenciados cultural y linguistf­
camente, distribuidos en 8 entidades federales

(los Estados Anzoátegui, Apure, Bolívar, Mona­
gas, Sucre, Zulia, Delta Amacuro y el Territorio
Federal Amazonas).

Al respecto, los espacios geográficos ocupa­
dos por los indígenas se caracterizan por estar
asentados en selvas tropicales, llanos, sabanas,
zonas deltaicas, semidesiertos, islas y costas.
Igualmente el espacio geopolítico y las estructu­
ras económicas regionales en que se desenvuel­
ven son muy variadas, se ubican desde las áreas
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de frontera, muy aisladas, hasta lugares total·
mente urbanos, ocupando inclusive áreas bajo

regímenes especiales, zonas agropecuarias, mi­
neras, etc. La ubicación geográfiéa y geopolftica
condiciona las relaciones2e los indígenas con el
resto de la comunidad nacional venezolana, lo

que hace que sean víctimas por ello de una mar­
ginalidad económica, social y cultural, que se
agrava. según CONIVE, ''por su condición de
minoría étnica".

Indefensión y discriminación legal

En distintos foros y talleres CONIVE ha
denunciado "que por su indefensión lega~ la po­
blación indígena sufre con frecuencia la violación
de sus derechos humanos más elementales". En



este sentido, la organización indígena plantea
que "elprimero de los factores que debemos con­
siderar es el desconocimiento por parte de los
indígenas de sus derechos constitucionales y lega­
les en genera~ y de los mecanismos que ha esta­
blecido la sociedad global para hacer valer tales
derechos". Analizando el otro lado del problema
afirman que "salvo en casos excepcionales, los
jueces, fiscales, defensores públicos, y otros fun­
cionarios del sistema judicial carecen de informa­
ción sobre la organización social -política de las
sociedades indígenas, sobre las normas que las
rigen y sobre el sistema jurídico en el que se basa
la relación entre laspersonas y las instituciones en
nuestras sociedades". Otro factor importante en
la negación de los derechos indígenas "es la negli­
gencia o indiferencia de muchos funcionarios en
el cumplimiento de sus obligaciones, y en la justa
aplicación de la ley cuando se trata del derecho
de los indígenas. Esto es, al indígena se le exige el
cumplimiento de la ley y de las obligaciones que
de ella se derivan, pero no existe igual energíapara
garantizarle el pleno disfrnte de sus derechos, ni
siquiera los derechos ciudadanos más elementa­
les".

Esta situación tiene un marco jurídico que es
conveniente analizar y que explica en algún sen­
tido la situación arriba descrita. En el Seminario

Administración de Justicia y Protección de los
Derechos Humanos, organizado por PROVEA
en marzo del presente afio, CONIVE expuso
que "La materia indígena está dispersa en la legis­
lación vigente y en muchos casos se encuentran
contradicciones en ella. El Estado está en mora

en cuanto a la promulgación de un instrumento
legal único y especial de acuerdo a lo establecido
en el artículo 77 de la Constitución Nacional".

CONIVE y sus organizaciones filiales han
desarrollado a lo largo del afio un intenso trabajo
para lograr que se desarrolle lo establecido en el
artículo 77 de la Constitución, que permita al
indígena el ejercicio pleno de los derechos y ga­
rantías constitucionales manteniendo una posi­
ción crítica al proyecto de ley que sobre esa ma­
teria discute el Parlamento. Para CONIVE "el

'Proyecto Luzardo' tiene serias carencias teórico­

filosóficas, es muy insuficiente en el aspecto técni­
co-jurídico y, más grave aún, no satisface las as­
piraciones ni de la dirigencia ni de las bases indí-
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genas". Por ello, han realizado consultas con dis­
tintos sectores con el propósito de presentar un
proyecto de ley alternativo, que será sometido a
la consideración de la V Asamblea de CONIVE

que se realizará a fines del mes de octubre de
1.991 en Ciudad Bolívar, para introducirlo a la
brevedad en el Congreso Nacional.

PROVEA participó de esas reuniones de
consulta donde se propuso el siguiente texto co­
mo nuevo artículo que enmiende al artículo 77
de la Constitución: "El Estado reconoce la exis­

tencia de las etnias indígenas y su derecho inalie­
nable e imprescriptible sobre las tierras que habi­
tan de modo permanente, las que utilizan para sus
actividades productivas y los recursos ambienta­
les necesarios para su bienestar y desarrollo cul­

tura~ según sus costumbres y tradiciones. Son
autónomas en su organización, régimen de traba­
jo, explotación de la tierra y uso sostenido de los
bosques y fauna silvestre, dentro del marco que
esta Constitución establece".

En este sentido, PROVEA ha sido claro en
reclamar al Estado venezolano que se adhiera y
ratifique el Convenio 169 de la OIT sobre Pue­
blos Indígenas y Tribales en países inde­
pendientes del 27 de junio de 1.989, en razón de
que la posición gubernamental fue la de abste­
nerse en tan importante cuestión alegando que
"en dicho Convenio, tal como hemos manifestado
explícitamente en el seno de la Comisión, se han
incorporado nociones que, por su naturaleza y
alcance, están en contradicción con normas con­

tenidas en la Constitución Nacional venezolana y

con algunas disposiciones expresas de la legisla­
ción que sobre elparticular rige en Venezuela". Es
de esperar que las reuniones de consulta que
viene realizando el Ministerio del Trabajo sobre
el particular, tomen en cuenta la posición de las
comunidades indígenas y presente a considera­
ción del Congreso, a la brevedad posible una
opinión favorable a la ratificación del Convenio
169.

Derecho a la Vida

El 3 de mayo de 1.991, efectivos de la GN
ultimaron a balazos a una madre wayuu en Santa
Cruz de Mara (Edo. Zulia) cuando la víctima
junto a otros indígenas atravesaban la ciudad en
un camión. Ligia GONZALES resultó muerta
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de un disparo en la frente, resultando gravemen­
te heridos Pascual OR TIZ y Antonio FERNAN­
DEZ. CONIVE denunció ante PROVEA que
"son ya más de 30 madres wayuu ultimadas de
manera similar por la GN en los últimos 10 años".
Explicaron que esta situación se presenta por la
incomprensión de la GN de la problemática de
desempleo y pobreza crítica en la que vive la etnia
wayuu en el Zulia. Las madres wayuu al no en­
contrar un medio para asegurar la manutención
de sus hijos se dedican al pequefío comercio
entre un lado y otro de la frontera, entre Vene­
zuela y Colombia, siendo reprimidas como "con­
trabandistas" por la GN.

Abusos de poder

Los abusos de poder por parte, fundamen­
talmente de la GN, son una constante en las

zonas fronterizas, siendo por ello las principales
vfctimas los indígenas que pueblan dichos terri­
torios. El 27 de diciembre de 1.990 la familia de

Pío ROSSI CENTENO denunció que fue vfcti­
ma de atropellos por parte de efectivos de la III
Compafíía del Comando de la GN del Km. 88
(Edo. Bolívar). "Encontré a mis hermanos presos
en el Comando y ya les habían aplicado el trata­
miento habitual (bailar entre hombres, pasar co­
leto, limpiar pocetas, saltos de rana, insultos, etc.).
Los detuvieron en un restaurant en Las Claritas,

llegó la GN y les pidieron los documentos de
identificación, lespreguntaron la fecha de expedi­
ción, fecha de vencimiento, número de cédula,
hasta que uno se equivocó, y por eso lo montaron
a gritos en la patrulla".

Del'e(:bo a la Tierra

En este derecho, fundamental para el desen­
volvimiento de la vida de los pueblos indios, el
Estado venezolano ha venido implementando
una serie de restricciones al uso de la tierra por
parte de las comunidades propiciando explota­
ciones forestales, mineras y petroleras, sin tomar
en cuenta sus derechos y necesidades.

Esto se refleja en los territorios bajo el régi­
men de administración especial (ABRAE), que
incluye parques nacionales, zonas de reservas
hídricas y forestales, que fueron creados con la
finalidad de proteger el ambiente y los recursos
naturales. Aunque esa acción del Estado que
tiene un objetivo loable y positivo, implica para
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el caso de las comunidades indígenas el descono­
cimiento del derecho a la posesión de las tierras
que ancestralmente les han pertenecido, al mis­
mo tiempo que limita actividades vitales para su
subsitencia como la caza, pesca y la agricultura.

Esta situación determina que existe una inse­
guridad jurídica y de facto respecto a la tenencia
de la tierra. Según el último censo indígena
(1.982) realizado por la OCEI, hay 1.062 comu­
nidades indígenas, de las cuales sólo e115% tiene
la titularidad colectiva sobre las tierras que ocu­
pan, y del total menos de un 1% tienen títulos de
propiedad definitivos.

Total de Comunidades Indígenas: 1.062
Comunidades con títulos definitivos: 8
Comunidades con títulos provisionales: 151
Comunidades sin ningún tipo de
documento: 903
Esta realidad fue analizada en el Primer Ta­

ller de Organismos Oficiales sobre la Tenencia
de la Tierra de las Comunidades Indígenas orga­
nizado por la Dirección de Derechos Humanos
del Ministerio Público, en septiembre de 1.991.
En dicho Taller CONIVE expuso que "estasitua­
ción se agrava por las formas inadecuadas de
legalización de la tenencia de la tierra, aunque
existe una Ley de ReformaAgraria y un programa
de dotación de tierras llevado a cabo por el JAN,
el cual no trata de legalizar la tenencia de las
tierras de ocupación tradicional por los pueblos
indígenas si no por el contrario trata de dotar a las
comunidades indígenas sólo de títulos provisio­
nales, que pueden ser disueltos por simples proce­
dimientos administrativos, creando un estado de

inseguridad en la tenencia de la tierra. Esta situa­
ción es aprovechada por grupos económicos y
¡x:rsonas poderosas para, mediante la combina­
ción de agresiones, presiones y mecanismos jurí­
dicos apropiarse de tierras indígenas".

Ejemplo de ello es la actuación de la Geren­
cia de Tierras del IAN del Territorio Federal

Amazonas que, mediante procedimiento admi­
nistrativo, enjunio de 1.991, despojó a la comu­
nidad de Alcabala de Guahibo de sus mejores
tierras así como de la mayor parte de la laguna
circundante, otorgándola en propiedad a dos te­
rratenientes de la zona.

La Justicia en deuda con los Kari'ñas

El 6 de agosto de 1.987 el Municipio Autó-



nomo Maturfn (Edo. Monagas), sancionó una
ordenanza municipal que declara extinguida la
comunidad indfgena ''Jesús, María y José de
Aguasay" y dictaminó que sus tierras pasaran a
ser Ejidos municipales, no obstante que dicha
comunidad detenta su propiedad avalada por un
título colonial que data de 1.783.

Ante tal situación la comunidad indfgena,
representada por el Instituto Jurfdico Integral
(IJI) llevó el caso ante la Corte Suprema de
Justicia el 28 de julio de 1.989, solicitando la
nulidad de la ordenanza, como un recurso de

amparo que impida al Concejo Municipal de
Maturín ceder esos terrenos a terceros.

La CSJ se tomó 14 meses para negar el Am­
paro Constitucional aduciendo que "los ind(ge­
nas hicieron la solicitud fuera del lapso de seis
meses previstos por la ley". Igualmente tardó casi
dos alíos para realizar la Audiencia Oral sobre el
proceso que se sigue, ya que no fue sino hasta
el 19 de junio del presente alío cuando se
realizó.

Para la presentación de informes ante la CSJ,
un grupo de 40 indígenas Kari'lías, Warao, Pia­
roa y Wayuu se apersonaron en la sede del má­
ximo tribunal de justicia con la finalidad de de­
mostrarle a los magistrados y a los apodbrados
del Concejo Municipal de Maturfn que ellos exis­
ten como etnias, que 500 alíos después de la
llegada de los conquistadores existen como co­
munidad indígena. Carlos Garcfa, Gobernador
de la comunidad afectada informó que "sus tie­
rras son de su legftima propiedad porque fueron

adjudicadas a la, comunidad ind(gena mediante

Real Cédula del Rey Carlos III de España del 13
de octubre de 1. 783, según consta en el Archivo
General de la Nación y en los registros de la
Oficina Subaltema de Registro del Distrito Matu-, "nn .

En esta Audiencia Oral, la Comunidad Ka­
ri'lía representada por los abogados Fabián Cha­
cón y Getulio Romero fundamentó sus razones
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jurfdicas en el caso: la Ordenanza Municipal del
Concejo de Maturín viola las garantías constitu­
cionales establecidas por la Constitución Nacio­
nal, como el artículo 77 del Régimen de Excep­
cióny Protección a las comunidades indígenas; el
artículo 99 que garantiza el derecho de propie­
dad; el artículolOl, según el cual sólo por causa
de utilidad pública o de interés social, senten­
cia firme y justa indemnización podrá ser decla­
rada la expropiación de cualquier clase de bie­
nes.

Igualmente la citada Ordenanza violó las ga­
rantías constitucionales a la familia y al patrimo­
nio, ya que la tierra de la Comunidad es del
Pueblo Kari'lía y la inconstitucional expropiación
significa la desaparición de su patrimonio; en
definitiva, se los obliga a emigrar de sus tierras
hacia cinturones marginales de las grandes ciu­
dades donde sólo les esperan condiciones de vida
infrahumanas.

Finalmente, CONIVE afirmó que "elConce­

jo Municipal de Maturfn es incompetente desde el
punto de vista constitucional para dictar la Orde­
nanza, porque al declarar como Ejidos tierras que
son propiedad privada de la Comunidad Kori 'ña,

de hecho procedió a expropiar propiedades priva­
das de particulares y esta competencia es otorgada
por la Constitución, en su artfculo 101, al Poder
Judicial y no al poder municipal".

Al cierre del presente Informe, transcurridos
70 días de la audiencia oral, la CSJ no ha pronun­
ciado la respectiva sentencia, incumpliendo nue­
vamente con los plazos establecidos por la Ley

Orgánica de la CSJ, que en su artículo 118 esta­
blece un plazo de 30 días hábiles para hacerlo. A
su vez, a más de un alío de haberle sido solicitado
por CONIVE y PROVEA su pronunciamiento
sobre el caso, el ministerio público no ha tomado
posición al respecto. Actitudes como ésta, con­
firman la apreciación inicial de que la situación
jurídica de los indígenas en Venezuela es de total
indefensión.
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B.7 Derecho a un Ambiente Sano
La enunciación de los derechos y garantías contenida en esta Constitución no debe
entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no
figuren expresamente en ella.
La falta de ley reglamentaria de estos derechos no menoscaba el ejercicio de los mismos.

Artfculo 50 de la Constitución de la República de Venezuela

El Estado atenderá la defensa y conservación de los recursos naturales de su territorio,
y la explotación de los mismos estará dirigida primordialmente al beneficio colectivo de
los venezolanos.

Artículo 106 de la Constitución de la República de Venezuela

La Acción del Estado

En relación a la grave situación ambiental del
pafs, la Fiscalfa General de la República se pro­
nunció en un aparte del Informe del Fiscal co­
rrespondiente al afío 1990: "La problemática am­
biental, lejos de haber sido atendida y reducida en
sus causas y efectos por parte del Estado, se ha
recrudecido en estos últimos años, ante la inescru­

pulosa búsqueda y explotación de nuestras rique­
zas minerales, aprovechamiento incontrolado de
lafauna silvestre, destrucción de las zonas protec­
toras de las aguas que surten a las poblaciones,
ocupación y uso inapropiado de los suelos, sobr{$,­
explotación e interferencia en el aprovechamiento
de los recursos pesqueros, invasiones y usos ilega­
les que aceleran el deterioro de los Parques Na­
cionales, modificación y apropiación ilegal de las
zonas litorales por los particulares y reducción
continua de la calidad ambiental en importantes
lagos y nos, y de las condiciones de salud de las
poblaciones humanas.

En todo eso se ha hecho evidente, no solo la

ausencia de una conciencia respecto de los pro­
.blemas ambientales, sino también la mora injus­
tificada del Ejecutivo para la reglamentación de
las leyes respectivas, con lo cual se han dejado
importantes aspectos de la administración am­
biental a la libre determinación de los funciona­
rios públicos, creándose un caos en la coordina­
ción de las competencias." 117

Las 418 denuncias recibidas por la Comisión
Permanente del Ambiente y Ordenación del Te­
rritorio del Congreso de la República, en el lapso
junio de 1990 a junio de 1991, vienen a ratificar
la gravedad de la situación ambiental del pafs.
Según esta Comisión "... 37,6 por ciento corres­
ponde a suelos y problemas ambientales; 28,8 por
ciento a problemas relacionados con agua (cloa­
cas, agua potables, contaminación de nos); 22,9
por ciento son problemas de orden genérico refe­
rentes a aguas contaminadas por desechos tóxicos
e industriales, suelos, más problemas de agua,
entre otros y 10,8 por ciento de problemas de
cbntaminación del aire (industria petrolera, can­
teras, smog, 0!fos),,118

En el mes de julio del presente afío se celebró
en la concesión minera de' Las Claritas, Edo.
Bolfvar, un Gabinete Ecológico que estuvo pre­
sidido por el Presidente Pérez. De este gabinete
surgieron importantes resoluciones. Uno de los
aspectos más significativos de los decretos apro­
bados se refiere a "... la obligatoriedad de realizar
estudios de impacto ambiental para el desarrollo
de proyectos industriales o turísticos." 119 Este
decreto contempla la participación de las comu­
nidades en la elaboración de estos estudios con

el fin de que cualquier decisión que se tome no
afecte la calidad de vida de la población. Tam­
bién se dictaron decretos que prohiben la utili­
zación del mercurio en la extracción del oro, que

117 FISCALIA GENERAL DE LA REPUBLICA: Informe Anual de 1990,Tomo 1,pág. 146
118 Diario de Caracas, 11.06.91
119 El Nacional, 29.07.91
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tiendan a eliminar la minería degradante del am­
biente y que regulen las consecuencias que pue­
dan acarrear en los recursos naturales renova­

bles. Durante este gabinete se produjeron seve­
ras condenas a la explotación degradante del
ambiente por parte de altos representantes del
gobierno: Ministro del Ambiente, el Presidentes
de la CVG y el propio Presidente de la Repúbli­
ca. Sin embargo, queda la duda acerca de una
efectiva implementación de las medidas adopta­
das si no se manifiesta una decidida voluntad por
parte de los entes oficiales de enfrentar los inte­
reses de las grandes compatlías explotadoras.

Un ejemplo de esta falta de voluntad, lo
constituye el Proyecto Cristóbal Colón, el cual
será implementado en el Edo. Sucre y que "con­
siste en transformar un gas caliente en un gas por
debajo del hielo y que va a ser enfriado en las
aguas de dicho golfo (Golfo de Paria) en un
volúmen de 11.4 trillones de m3 de metano por
encima de 5 mil grados centígrados a un gas
licuado por debajo de 150 grados."I20 Este pro­
yecto, según denuncia la Comisión de Ambiente
y Ordenación del Territorio, ha omitido los estu­
dios sobre el impacto ambiental que produciría
sobre la zona, por lo que algunas interrogantes
quedan sin respuesta: "¿Hacia d6nde irá f!s'eca­
lor?, ¿Espantará los peces, la fauna y la flora y la
economfa de dos mil familias de pescadores que
alimentan al paf§ con la protefna más barata que
es la sardina?,,121. La mayor interrogante es sin'
duda, cómo va a afectar y a ser asumido un
cambio violento de la economía de la región (de
pesquera y agrícola a minera) por parte de la
población.

En su más reciente informe sobre la proble­
mática ambiental en el país, la Federación de
Organizaciones y Juntas Ambientalistas de Ve­
nezuela (FORJA) hace una alarmante denuncia
cuando afirma que a la crisis actual del país,
caracterizada por un aumento de la desnutrición
y la mortalidad infantil, por el incremento consi­
derable de la pobreza crítica y por el deterioro
constante y progresivo del nivel de vida de la
población, se suman "...la aparición de extraños
males que, seguramente se deben a las criticas
120 El Nacional, 09.07.91

121 El Nacional, 09.07.91

122 Ultimas Noticias, 31;1290

123 El Guayanés, 06.06.91
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condiciones ambientales por la incontenible con­
taminación de las fuentes de agua, del aire y del
suelo, que a su vez es el resultado del inadecuado

y desarticulado funcionamiento del parque indus­
trial, de las incontables operaciones de las empre­
sas petroleras ypetroquímicas, de la acumulación
y mal manejo de los residuos sólidos y de la
aplicación irracional de agroquímicos, entre otros
factores." 122

Destrucción de los
Recursos Naturales Renovables

En un país que no ha sabido planificar su
desarrollo industrial y donde el interés de un
minoritario sector por enriquecerse a cualquier
costo es lo que ha prevalecido, la contaminación
de todo tipo se ha convertido en un gravfsimo
problema que ha afectado dramáticamente el
entorno físico de numerosas poblaciones. Así
vemos como nuestros más importantes ríos y
lagos se encuentran altamente contaminados
con el agravante de que muchas de las comuni­
dades que se encuentran a su alrededor depen­
den de su uso para su vida diaria.

En la zona de Guayana la contaminación de
los ríos Caroníy Yuruari alcanza los 90 mil kilos
de mercurio. Siendo que estos ríos desembocan
en el Orinoco y que este riega con su afluentes
una gran parte del territorio venezolano, la pesca
que de allí se obtiene abarca un porcentaje nada
despreciable de personas que están consumien­
do pequetlas dosis de mercurio con las graves
consecuencias sobre la salud que ello acarrea.
Un estudio reciente sobre la contaminación en el

Bajo Caroní demostró" ... que algunas especies de
peces contienen en sus músculos concentraciones
de mercurio por encima del valor normal de toxi­
cidad aceptado mundialmente, es decir 500 ppb
(partes por billón)." 123

La contaminación por mercurio que enfren­
tan estos ríos se debe a que éste es el elemento
que se usa para la extracción del oro, por lo que
el problema de la contaminación ambiental en la
zona de Guayana está directamente relacionado
con la explotación minera. Desde hace muchos
atlos, debido al afán de lucro de las compafiías
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explotadoras, la minería en la zona de Guayana
se ha desarrollado de una manera absolutamen­

te irracional, utilizándose, a pesar de las prohibi­
ciones legales existentes, grandes cantidades de
mercurio y otras sustancias tóxicas en la explota­
ción del oro. Las presiones que ejerce el sector
minero, vinculado según diversas fuentes a sec­
tores políticos del país y el gran poder económico
de las empresas explotadoras, han dejado sin
efecto importantes medidas dictadas con el fin
del proteger el ambiente en esta zona. Es el caso
del decreto 844 del 10.04.90, que prohibía por un
lapso de seis meses toda actividad minera en el
Bajo Caroníhasta tanto se hiciera un estudio que
permitiera adelantar un desarrollo minero en
forma racional y en armonía con el ambiente.
Transcurridos los seis meses la explotación mine­
ra en la zona continúa realizándose de la misma
forma.

El caso de los garimpeiros que ocupó gran
parte de la atención de la opinión pública durante
el afta 90 es otro de los aspectos que viene a
agravar la problemática ambiental en la zona de
Guayana y el Amazonas. De acuerdo a un balan­
ce de los dafios ocasionados por la acción de los
garimpeiros en las fuentes del Orinoco, apareci­
do en el diario El Nacional, tenemos:

" 1) Represas utilizadas.para el lavado del
suelo.

2) Deforestación, parcelamiento y construc­
ción de campamentos.
3) Daños ocasionados a lotes boscosos en no
menos de 10 kilómetros a la redonda.

4) Daños ocasionados al suelo a varios me­

tros de profundidad y a lo largo de fosas
gigantescas sin posibilidades de resarcir la
capa vegetaL
5) Desviación del curso del río en sietepuntos.
6) Puentes construidos por los mineros.
7) Extracción de oro con maquinaria especia­
lizada y uso de mercurio para su amalgamien­
to.

8) Construcción de pistas de aterrizaje.
9) Poca o ninguna presencia de autoridades

, venezolanas en puestos !J.pnterizos capaces de
contener la invasión. " 24

A .esta situación habría que afiadir que la
acción invasora de los garimpeiros también ha

124 El Nacional, 11.10.90

108

tenido efectos negativos sobre las comunidades
indígenas de la zona ya que los enfrentamientos
por el control de las áreas de explotación han
producido víctimas de parte de los indígenas. El
problema de los garimpeiros adquiere un grado
importante de complejidad por sus implicaciones
de orden geopolítico, económico y ecológico que
ameritaría la actuación decidida de los entes ofi­

ciales encargados de velar por la seguridad de la
zona, pero que para muchos ha venido a develar
una posición débil por parte del Estado venezo­
lano.

Los casos de los lagos de Valencia y Maracai­
bo han sido denunciados reiteradamente por or­
ganizaciones ambientales del país. Siendo ambos
lagos fundamentales para el desarrollo de sus
respectivas regiones, las diferentes industrias han
preferido obviar los mecanismos de control sani­
tarios y ambientales y han optado por la vía más
fácil y "económica", la de botar los deshechos a
los lagos, sin que exista organismo o autoridad
alguna que supervise sus actividades y les obligue
a cumplir con las disposiciones vigentes en mate­
ria de seguridad ambiental. Tal economía que les
significa en lo inmediato un incremento de sus
ganancias, está acabando poco a poco con lo que
debería ser la principal economía de un país: la
salud de millones de seres que han visto aumen­
tar en poco tiempo el índice de enfermedades de
carácter socio-ambiental.

El Homito tiene Derecho a la Vida

El ejemplo más dramático de contaminación
ambiental lo constituye quizás, el caso de la po­
blación de El Hornito en el Edo. Zulia, del cual

ya resefiábamos algunos aspectos en nuestro In­
forme anterior. El Hornito, situado en la parte
nororiental del Lago de Maracaibo cuenta con
1.500 habitantes (cerca de 300 familias), que a
lo largo de este afto, han continuado denuncian­
do la pesadilla que les ha tocado vivir desde que
hace 21 aftos se instaló en sus cercanías, la Petro­

química de El Tablazo. El contacto directo de los
horniteros con los gases y desechos tóxicos que
genera la planta de El Tablazo ha producido
efectos que hoy resultan irreversibles. Enferme­
dades como el hidrargirismo( conjunto de efectos
producidos por el mercurio en el sistema nervio-



so), diferentes tipos de cáncer (especialmente
pulmonar), enfermedades hepáticas, hidrocefa­
Has, anemias, abortos y el nacimiento de nifios
con deformaciones congénitas, se han multiplica­
do en la última década en la población de El
Rornito.

Los voceros de la petroquímica han sido rei­
terativos al declarar que ellos no tienen ninguna
responsabilidad en esta situación y abiertamente
han intentado desvirtuar el problema manifes­
tando que la contaminación en El Rornito se
debe "... a la forma de vida de esa comunidad,
típica de los poblados semimrales en donde no
llega con mucha frecuencia el agua y el aseo
urbano, y los horniteros queman la basura y luego
del suelo levanta una humareda que realmente es
la que llega a ellos mismos." 125

Sin embargo, en el lapso que cubre este In­
forme, el constante trabajo de la comunidad ha
dado sus frutos. El pasado 22 de enero, en sesión
ordinaria del Concejo Municipal del Municipio
Autónomo Miranda, se dieron a conocer los re­
sultados de las pruebas toxicológicas tomadas a
la población en agosto del 1990. En un estudio
realizado por investigadores de la Universidad
del Zulia (LUZ) se demostró la existencia de
casos graves de contaminación por arsénico, pIo­
rno y mercurio en los habitantes del Rornito.
Los expertos de la LUZ sefialaron que era nece­
saria la reubicación de El Rornito a otra zona, lo
más alejada posible del complejo petroqufmico
de El Tablazo, por cuanto se corrfa el riesgo de
contaminar a más personas. Las autoridades
centrales han iniciado gestiones tendientes a pa­
liar el dafio causado a la población zuliana. En tal
sentido, la Comisión de Asuntos Sociales del
Congreso -específicamente la Subcomisión de
Familia, presidida por Casto Gil Rivera-, llegó al
acuerdo de conformar una comisión multidisci­

plinaria de carácter permanente que asista a las
víctimas de El Rornito.

La Fiscalía General de la República -a través
de sus direcciones de Derechos Rumanos y De­
fensa del Ciudadano- mediante la Fiscalía Prime­

ra de Ambiente realizó las investigaciones perti­
nentes que llevaron al Fiscal General de la Re­
pública a exponer en su Informe correspondien-
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te al afio 1990, lo siguiente: "Vista la situación de
emergencia que vive lapoblación de 'El Ramito:
en el Estado Zulia, afectada por el impacto am­
biental que les causa elfuncionamiento del Com­
plejo Petroquímico 'El Tablazo', y ante los indi­
cadores de reducción alarmante de su calidad de

vida, que comienza con el desalojo violento del
territorio originalmente ocupado por ellos,pasan­
do por la pérdida de los recursos naturales que
formaban parte de su subsistencia hasta llegar al
confinamiento forzoso de éstos en las adyacen­
cias del área, los representantes de ese sector soli­
citaron la intervención del Ministerio Público.

Desde 1962 la población está sometida a una
progresiva contaminación, debido a los afluentes
líquidos, a las emisiones gaseosas, a los midos y
demás peligros de daños ambientales. Al efecto se
comisionó al Fiscal ¡o de Defensa Ambiental del
Ministerio Público, quien realizó inspecciones de
campo y solicitó inspecciones judiciales. Igual­
mente sostuvo una reunión de coordinación y
orientación con los directivos de la comunidad

organizada y delegados de la Universidad del
Zulia, donde se efectúa un informe preliminar con
elementos probatorios suficientes para el inicio de
la acción penaL

En la investigación adelantada en el presente
caso se evidencian ilícitos ambientales con agu­
dos impactos a esta población, la cual permanece
indefensa mientras los daños a su salud progre­
san, Se recomendó gestionar la reubicación inme­
diata de los pobladores, la justa indemnización a
la que haya lugar y el establecimiento de un pro­
grama de recuperación de la salud por parte del
Ministerio de Sanidad y Asistencia Social, Petró­
leos de Venezuela, Ministerio del Ambiente y los
Recursos Naturales Renovables, y la Goberna­
ción del Estado Zulia, bajo la sUp'ervisiónYfisca­
lización del Ministerio Público." 126

A pesar de estos pronunciamientos y gestio­
nes, las emanaciones de gases tóxicos continuan
produciéndose con el agravante de que PEQUI­
VEN ha anunciado la puesta en funcionamiento
de siete nuevas plantas en la zona, con lo que
prevee el aumento de la contaminación ambien­
tal.

Ante esta situación los horniteros están pro-

125 Diario de Caracas•.~ a1;90'

126 FISCALIA GE~RALOE LA REPUBLICA: Informe Anual de 1990,Tomo n, pág. 327
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poniendo una movilización nacional para exigirle
al presidente de la República que frene la expan­
sión de la petroquímica, a fin de preservar la vida
y la salud de los habitantes del pueblo. También
exigen que se reinstale a la profesora Haydeé
Alvarez, en calidad de asesora científica, como
representante de la comunidad en la Comisión
del Congreso que investiga el caso.

A nivel internacional el caso ocupó la aten­
ción de la Oficina de Salud Pública Internacional,
quienes informaron que enviarán, una comisión
multidisciplinaria al país para investigar la situa­
ción.

Ley Penal del
Ambiente genera controversias

Durante el presente afto, el Proyecto de Ley
Penal del Ambiente, que fue introducido el afto
pasado ante el Congreso de la República, fue
aprobado por la Cámara de Diputados y se en­
cuentra actualmente en la Cámara del Senado

para su primera discusión. Este proyecto de ley
que para muchos (especialmente para los ecolo­
gistas), se visualiza como un paso importante en
la reglamentación de los problemas ambientales.

En definitaiva, la preocupación seftalada por
el Fiscal General de La República en su Informe
de 1990, en el sentido de una seria carencia en

cuanto a la reglamentación de los problemas
ambientales y la coordinación de los entes encar­
gados de aplicarla, no parece tener solución
con una ley que no tiene el consenso de la

110

población.
PROVEA considera que la reglamentación

en materia de ambiente es un asunto que debe
ser asumido en el corto plazo a fin de detener en
alguna medida el dafio ecológico que se le está
haciendo al país. Sin embargo, esta reglamenta­
ción no debe, en ningún caso, disminuir derechos'
adquiridos y garantías consagradas en nuestra
legislación actual. De aprobarse una ley que con­
tenga serias restricciones a la libertad personal se
estaría creando un marco propicio para la viola­
ción de derechos fundamentales. La solución del

problema ambiental no debe ser motivo de un
nuevo problema como serían las implicaciones
que a nivel del respeto y ejercicio de los derechos
humanos tendría una ley eminentemente repre­
siva. Lograr el equilibrio entre una regulación
que proteja efectivamente el ambiente y a la vez
garantice los derechos ciudadanos debe ser el
objetivo de nuestros legisladores.

Sin embargo, no deja de ser un logro que, en
el lapso que cubre este Informe, la materia am"
biental haya adquirido importantes niveles de
sensibilización en la opinión pública y en los mis­
mos gobernantes, pues ello implica un avance
fundamental en el reconocimiento del ambiente

como un derecho, que si bien no está expresa­
mente contemplado en nuestra Constitución, si
se están creando las condiciones para lograr su
reconocimiento definitivo, lo que significaría una
ampliación de los derechos de todos los venezo­
lanos.


